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INTROOUCCJON 



El objeto de la presente tesis es real izar un breve estudio d¿ una prueba que a mi 

juicio es de suma importancia y trascendencia dentro del campo probatorio del der_! 

cho penal. Para iniciar su an~lisis se hace un relato de algunos antecedentes his­

tóricos que servir~n de apoyo para una mejor comprensión de este trabajo. 

Cabe destacar que este estudio se rea 1 iza únicamente en el ~mbi to federa l. es de-­

ci r, en lo que atañe al Código Federal de Procedimientos Penales. en razón de que 

se considera que por su aplicación a nivel nacional resulta mas amplio y vital su 

examen que st se 1 imitari§ a algún ordenamiento local. 

En el siguiente capttulo se hace una exposición general del procedimiento penal, -

que resulta necesario para conocer y entender el contexto procesal en donde se de­

sarrolla este elemento probatorio. 

Ademi§s, se tocan otros aspectos como lo son las diferentes clasificaciones de la -

prueba confesional como la judicial o extrajudicial. expresa. ficha, etc. asi 

como su valoración. Expuesto lo anterior, se establece la inoperancia de la confe­

sión ante el órgano de la acusación y como efecto de este punto de estudio se ana­

l izan las reformas que con respecto a esta prueba se efectuaron al Código Federal 

de Procedimientos Penales y publicadas en el Diario Oficial el nueve de enero de -

mil novecientos noventa y uno. 

Finalmente, se llega a la conclusión de que el destino de la prueba de confesión -

es que su recepción se limite al 6rgano jurisdiccional y se proponen algunas refo_!: 

mas legales y constitucionales. 



CAPITULO 1 

ANTECEDENTES HISTORICOS OEL 

PROCESO PENAL 



1 El proceso penal en el derecho penal 

Ante los problemas que suscita la prevención y represión de la delincuencia, la -­

función del Estado se manifiesta por la adopción de prevenciones genéricas, de ob­

servancia general contenidas en los ordenamientos legales que expide a fin de reg~ 

lar ia conducta de los individuos que lo componen. En el desarrollo de las relaci2 

nes de la colectividad existe una actividad coordinada de causas a efecto como re-

sultado de las necesidades de la vida en común. La necesidad es ley, en efecto, -­

las leyes Jur!dicas son una ficción del ingenio humano y son llamadas a regir las 

relaciones de los hombres que viven en ia sociedad.< 1l 

En el angulo de las ciencias en que se ha colocado el estudio de la criminalidad, 

ei derecho penal tiende a la defensa de la sociedad y a la lucha contra la del in--

cuencia y sus normas son 11mites de acción de general observancia, cuyo cumpl imie_!! 

to no esta sujeto a la voluntad de los particulares. Las leyes objetivas que cons--

tituyen el procedimiento preveen las reglas que han de seguirse en toda relación -

de orden procesal penal surgida por la violación del derecho penal; tienden a es--

tructurar el proceso, a establecer sus formas y a fijar la actuación de quien in-­

terviene en su desarrollo. De este modo el derecho penal no sólo esta llamado a -­

proteger los intereses de la sociedad sino también aquellos en que se afecta a la 

persona del inculpado a través del pleno cumplimiento de las garant!as Individua-­

les que contempla la Constitución General de la Repúbiica.( 2 ) 

El procedimiento penal es ei conjunto de actividades y formas regidas por el dere-

1} Juan José Gonzti lez Bustamante, Derecho procesa 1 penal mexicano .. p.1 

2) !bid., p.2 



cho procesal penal. que dan comienzo desde la autoridad pública interviene al te­

ner conocimiento de que se ha cometido un delito y lo investiga y se prolonga has 

ta la pronunciación de la sentencia donde se obtiene la cabal definición de las -

decisiones de derecho penal. La comisión de un delito establece una relación en-­

tre el Estado y el delincuente, dicha relación es principal cuando el Estado para 

mantener el orden y restaurar el derecho violado persigue al responsable mediante 

el proceso y logra la imposición de la pena, y la citada relación es accesoria -­

cuando el Estado sólo persigue el resarcimiento del daño. <3l 

Se afirma insistentemente que la pena impuesta por la comisión de un del ita provE_ 

ca la ejemplaridad y con el lo se previene la delincuencia por la intimidación -­

que produce en el Animo de los miembros de la colectividad; sin embargo, a un au­

téntico estado de derecho no basta lá existencia del Código Penal para lograr ese 

fin, porque se ha visto a través de la historia que, para llevarlo a cabo, es in­

dispensable que las autoridades estatales competentes observen un conjunto de ac­

tos y formas capaces de justificar la actualización de las disciplinas integran-­

tes del ordenamiento jur!dico del derecho procesal penal. (4 ) 

Las denominaciones que se ha otorgado a esta materia son diversas, dependiendo -­

del pals y del momento histórico que se viva entre tales denominaciones encontra­

mos: prActica forense, procedimiento judicial, procedimientos criminales, materia 

criminal forense, prActica criminal, derecho procesal penal, etc. (S) 

Para Ignacio Villalobos, el derecho penal es "una rama del derecho público inter­

no cuyas disposiciones se encaminan a manterner el orden social reprimiendo los -

delitos por medio de las penas".(G) 

3) !bid •• p .5 
4) bufflermo CQl in S~nchez, Derecho mexicano de procedimientos penales,p.1 
5) Ibid., P• j 
6) Ignacio dllalobos, Derecho penal mexicano , P.3 



Según Maggiore, la expresión de derecho penal se aplica para designar tanto el -­

conjunto de normas penales (ordenamiento jurtdico penal), cuando a la ciencia del 

derecho penal, estimada como una rama del conocimiento humano compuesta de una -­

acervo de nociones jurtdicas de naturaleza intelectual. (7) 

Para México Raúl Carranc~ y Truj i l lo estima que el derecho pena 1, objetivamente -

considerado, es el conjunto de leyes mediante las cuales el Estado reprime los d~ 

1 itas. determina las penas imponibles a los delincuentes y regula la aplicación -

concreta de las mismas a los casos de incriminación. (B) 

Javier Piña y Palacios expresa "el derecho procesal penal es la disciplina jurfd..!_ 

ca que explica el origen, función, objeto y fines de las normas mediante las cua­

les se fija quantum de la sanción aplicable para prevenir y reprimir el acto u -­

omisión que sanciona la ley penai.< 9> 

Por su parte Manzini afirma: "el derecho procesal penal es el conjunto de normas 

directa o indirectamente sancionadas que se funda en la institución del órgano j_!:! 

risdiccional y regula la actividad dirigida a la determinación de la condiciones 

que hacen aplicable y concreto el derecho penal sustantivo 11
• ( 10} 

En síntesis tenemos que el derecho procesal penal es el conjunto de normas jurtd..!_ 

cas de la materia relativa a la forma de aplicación de los ordenamientos penales 

a casos particulares. 

Ahora bien nos remontaremos a la antigüedad para conocer el procedimiento penal -

prehtspanico y la forma de como el órgano jurisdiccional valora las pruebas ofre-

7) Glussepe Magiore, Derecho penal !, p.3 
8} Raúl Carranca y Truj 1 I lo, Derecho penal mexicano, p .17 
9) Javier Piña y Palaciones. Derecho procesal penal, p. 7 
10) Guillermo Colín Sanchez, op.cito, p. 107 



cidas por las partes. 

a) El derecho azteca 

Los pueblos indigenas de México. concretamente los aztecas. el monarca era la ma­

xima autoridad judicial, y quien delegaba sus funciones en un Magistrado Supremo, 

dotado de competencia para conocer de las apelaciones en materia criminal, a su -

vez, dicho Magistrado Supremo nombraba a otro Magistrado para ejercer iguales - -

atribuciones en las ciudades con un número de habitantes considerables y este Ma­

gistrado designaba a otros Magistrados encargados de los asuntos civiles y crimi­

nales. 

Las infracciones penales se clasifican en leves o graves; para conocer de las pr.!_ 

meras se designaban jueces cuya jurisdicción comprendfa únicamente la de un ba--­

rrio determinado de la ciudad, por lo que hace a las infracciones graves éstas se 

encomendaban a un Tribunal Colegiado integrado por tres o cuatro jueces; los jue­

ces menores iniciaban las actuaciones procedentes, efectuaban la aprehensión de -

los delincuentes, instruían el proceso en forma sumaria y el Magistrado Supremo -

era el que decidia en definitiva. Los fallos eran apelables y ante el monarca se 

interponia el recurso, el cual resolvia el rey en definitiva asistido de otras 

jueces o de trece nobles muy calificados. Los ofendidos podian presentar directa­

mente su querella o acusación, presentaban ademas pruebas y en su oportunidad fo.!:. 

mulaban sus alegatos q11? estimaban convenientes, careas y la documental, teniendo 

primac!a al mom2nto de su valoración Ja testimonial. ( 11 l 

Cabe señalar que el derecho penal azteca revela excesiva S4i!Veridad prin:ipalm2nte 

11) Guillermo SAnchez Col!n, 2~:E.L~· o-21 



con relación a Jos delitos considerados como capaces de hacer peligrar la estabil.!. 

dad del gobierno o la persona misma del soberano. Se ha demostrado mediante estu-­

dios que los aztecas conocieron la distinción entre delitos dolosos y culposos, -­

las circunstancias atenuantes y agravantes de la pena, la excluyente de responsa-­

bilidad, la acumulación de sanciones, la reincidencia, el indulto y la amnistla. 

Las penas existentes en el derecho azteca eran las siguientes: destierro, penas -­

infamantes, pérdida de la nobleza, labramiento, la suspensión o destitución de - -

empleo, esclavitud, arresto, prisión, demolición de la casa del infractor, corpor~ 

les, pecunarias y la muerte por: ( 12 ) 

a) Dilapidación 

b) Tortura 

c) Indignación 

Finalmente es indispensable hacer hincapié en que ei pueblo azteca fue no s6lo el 

que dominó militarmente la mayor parte de los reinos de la altiplanice mexicana -­

sino que, impuso influencia en las practicas jur!dicas de todos aquel los núcleos -

que conservaban su independencia a la llegada de los españoles. (l 3) 

b) El derecho maya 

Entre los mayas las leyes penales al igual que los otros reinos y seflortos se ca-­

racterizaban por su severidad. Los caciques tenlan a su cargo la función de juz-­

gar y aplicaban como penas principales la muerte y la esclavitud la primera se re­

servaba para los adúlteros, homicidas, incendiarios, raptores y corruptores de 

doncellas¡ la segunda para los ladrones si el autor del robo era un senor princi--

12) Fernando Tena Castellanos, Lineamientos elementales de derecho penal, p.42 
13) !bid •• p.41 



.. pal se le labraba el rostro desde la barba hasta la frente. El pueblo maya no uso 

como pena ni la prisión ni los azotes, pero los condenados a muerte y a los escl~ 

vos fugitivos se les encerraba en jaulas de madera que servian de cArceles. Las -

sentencias penales eran inapelables. ( 14 ) 

Los mayas castigaban toda conducta que lesionara las buenas costumbres, la paz y 

la tranquilidad social. La jurisdicciOn residfa fundamentalmente en el.!!!)~. el -

cual en algunas ocasiones podfa delegarla en los batabes, los mencionados funcio­

narios actuaban conjuntamente con algunos otros ministros tales como abogados o -

alguaciles y cuya participación se destaca durante las audiencias. La jurisdic--­

ciOn de los batabes comprendta el territorio de su cacicazgo y la Ahua todo el E2. 

tado, la justicia se administraba en un templo que se alzaba en la plaza pública 

de los pueblos que tenla por nombre Popilba. 

Los procedimientos se l Ievaban a cabo en una sola instancia, no existiendo ningún 

recurso ordinario ni extraordinario. Respecto de las pruebas, usaban la confesio­

nal a la que le daban un gran valor puesto que consideraban con ella el delincue!!_ 

te confesaba su pecado; la testimonial, pues generalmente usaban testigos en el -

perfeccionamiento de toda lndole de contratos y de cualquier otra materia judi--­

cial ¡y la presuncional ya que maldec1an al que presumlan de mentiroso.{ 15 ) 

2 El proceso penal en la época colonial 

Durante la época de la colonia tuvieron vigencia la recopi laciOn de las leyes de 

Indias mandadas a observar por Carlos J l en el año de 1680, el fuero juzgo, las 

siete partidas de Alfonso X, el sabio y la real ordenanza de intendentes, aunque 

14) lbld., p.40 
15) Guillermo Colln S~nchez, op.cit., p.22 



a decir verdad los preceptos que siguieron utilizando en México, después de cons!! 

mada su Independencia fueron las leyes de partidas, ast como diversas disposicio-

nes acordadas por el consejo de Indias, dada la variedad de leyes que se usaban -

en la época de la colonia hacia que la adMinistración de la justicia fuera lenta. 

La ley de las siete partidas estructuraban el proceso penal en el sistema de en-­

juciamientos de tipo inquisitorio, resultando confundidas las disposiciones de e~ 

racter eciesiastico, profano, foral y real.( 16 ) 

El estudio de las órdenes históricos-procesales en el México colonial y son tres 

etapas: 1. Leyes del procedimiento penal vigente en la Nueva España antes de la 

consumación de la Independencia. 2. Leyes procesales vigentes desde la ccnsuma--­

ción de la Independencia hasta la expedición del Código de Procedimientos Penales 

de 1880, y 3. Leyes procesales expedidas desde 1880 hasta nuestros dlas. 

El proceso penal en el México colonial se encontraba regido por el sistema de en-

juciamiento Inquisitorio, los ordenamientos legales daban al juzgador un poder -­

ilimitado que aun cuando no se Quisiera no se podia eludir y los procedimientos -

penales se caracterizaban por una absoluta falta de garantras para el acusado; -­

las prisiones no se encontraban perfectamente definidas. las incomunicaciones ri­

gurosas ~ue se prolongaban para arrancar la confesión del acusado el tormento y 

otros medios que se utilizaban para degradar la condición humana del penado. En -

los tribunales inquisitoriales el medio que m~s se utilizaba para obtener la con­

fesión del acusado era el tormento, el cual se le sentenciaba en secreto sin oir-

lo en defensa y sin que supiera el nombre de su acusador o conociese a las perso­

nas que declaraban en su contra de igual manera se utilizaba la confiscación de -

bienes y el procedimiento de la pesquisa. ( 17 ) 

16) Juan José Gonzalez Bustamante. op.cit., p.17 
17) !bid •• p. 18 



B 

a) Influencia de la conquista 

A medida que ia vida colonial fue desarrol léndose, también se fueron presentando 

una serie de problemas que las leyes castel lanas no alcanzaban a regular, preten­

diendo las autoridades de la época que las Leyes de Indias suplieran tales defi-­

clencias. no obstante en virtud de que los problemas cada vez se acentuaban de -­

una manera mas notoria por las arbitrariedades de los funcionarios de los partic.!:!_ 

lares y predicadores de la doctrina cristiana a finales del siglo XV, Felipe JI -

decretó sanciones rigurosas para frenar los abusos con la finalidad de 1 imitar la 

invasión de competencia recomendando, ademas, a los obispos y corregidores para -

que se ciñeran estrictamente al cumplimiento de su cargo y a respetar las normas 

jurtdicas de los indios, dejanctose tomar de cuenta cuando contravinieran el dere­

cho hispano. En la administración de justicia penal contaban con diversas autori­

dades, las que en grado de jerarqufa eran: el virrey, los gobernadores, las capi­

tantas generales, los corregidores y otras autoridades de menor importancias. { 18) 

El virrey tenla varios cargos a la vez, tales como el de capitan general, justi-­

cias mayor, superintendente de la Real Hacienda y vicepatrono. Los gobernadores -

eran nombrados por el virrey gobernaban circunscripciones poi fticas de menor im-­

portancia teniendo bajo su responsabi 1 idad el cuidado de i orden, la administra--­

ción de justicia y la resolución de todo problema que se presentara respecto a -­

los corregidores, a éstas se les adscrib!a a diferentes distritos o a los lugares 

indicados por el virrey con el fln de que cuidaran el orden, administraran justi-

cia, dictaran disposiciones legales y dirigieran los aspectos administrativos de 

su jurisdicción. Los alcaldes mayores estaban supeditados a los corregidores y -­

ejercfan funciones administrativas o judiciales en los lugares en que se desempe­

ñaban su cargo. La administración pública de la Nueva España se desenvolv!a te---

18) Gui Jlermo Col !n sanchez. op.cit., p.23 



niendo personas designadas por los reyes de Espaila; por los virreyes y demas au-­

toridades; dichos nombramientos se daban en base a influencias pal !ticas siendo -

hasta el año de 1549 cuando una cédula real ordenó se hiciera una selección entre 

los indios para que desempeñaran los cargos de alcalde, jueces, regidores, algua­

ciles, escribanos, etc., especificando dicha cédula real que la justicia se impa_i: 

tfa de acuerdo con los usos y costumbres que hablan gobernado su vida los alcal-­

des indio~. que eran auxiliados por los alguaciles tentan la de aprehender a los -

delincuentes indios l levAndolos a las cArceles de españoles del distrito corres--

pendiente. En cuanto a los caciques ejecutaban aprehensiones y ejerc1an jurisdic­

ción criminal en sus respectivos pueblos, salvo en aquellas causas reservadas pa­

ra su resolución a las audiencias o a los gobernadores. En 1786 se proclam6 la -­

real ordenanza para el establecimiento e instrucción de intendentes del ejército 

y provicia en el reino de la Nueva España, cretindose a la vez doce intendencias -

encargadas de los servicios de hacienda y justicia. Como consecuencia de todo --­

ello los funcionarios indios fueran relegados al olvido y cada intendente se en-­

cargó de impartir justicia en lo civil y en lo criminal auxili~ndose por subdele­

gados, los cuales investigaban los hechos delictuosos e instruian los procesos p~ 

ra que el intendente estuviera en condiciones de dictar sentencia asesorado por -

un teniente letrado. ( 19 ) 

b) Los tribunales durante la época colonial 

En la época colonial funcionaron diversos tribunales que generalmente estaban apE_ 

yados en factores religiosos, económicos, sociales y politices .. pretendiendo en-­

causar la conducta tanto de los indios como de los españoles; entre dichos tribu­

nales se encontraban, principalmente: El Tribunal del Santo Oficio1 la Audiencia, 

19) !bid., p.24 



10 

el Tribunal de la acordada, los Tribunales especiales para juzgar a los vago, -­

etc. 

El Tribunal de la Santa Inquisición aparece reglamentado en la época de los reyes 

católicos de España, ocupando un lugar preferente en las ordenes cronólogicas y -

polrtico, debido a que se utilizó como gran instrumento policiaco contra Ja here­

j!a. (20) 

Dicho tribunal estaba integrado por inquisidores, secretarios, consultores, cal i­

ficadores, comisarios, promotor fiscal, abogado defensor, receptor y tesorero, f! 

miliares, notarios, escribanos, alguaciles, alcaldes e intérpretes; dentro de ta­

les autoridades destacaban principalmente el promotor fiscal y el defensor. El -­

primero denunciaba y perseguta a los herejes y enemigos de la Iglesia I levando a 

la vez el principal conducto entre el tribunal y el virrey; el segundo, era el e_!! 

cargado de la defensa del acusado. (21 ) 

La audiencia fue un tribunal con funciones especificas, con facultades generales 

para resolver los conflictos policiacos y los asuntos relacionados con Ja admini~ 

traci6n de justicia. C22) 

Principalmente se regla, por las leyes de Indias y en defecto de éstas, por las -­

de Castilla. Los funcionarios que integraban el Tribunal de la Audiencia eran cu! 

tro oidores, un presidente, cuatro alcaldes del crimen, dos fiscales, un alguacil 

mayor, un teniente de gran canciller y otros de menor importancia. Su competencia 

territorial abarcaba el cabo de Honduras, las Hibueras, Guatemala, Yucatc1n, Cozu-

me!, P~nuco, La Florida, y las provincias que se incluyen desde el cabo de Hon-­

duras hasta el cabo de La Florida. (23) 

20¡ !bid. p.26 
21 = p.28 
22 = p.29 
23) !bid. p.31 



11 

El juicio de residencia consistta en la cuenta que se tomaba de los actos cumpl i­

dos por un funcionario públ ice para terminar el desempeño de su cargo. <24 ) 

Sus antecedentes los encontramos en las sagradas escrituras. En las instituciones 

del derecho indiano eran sujetos a dicho juicio: virreyes, gobernadores, poltti-­

cos y militares, intendentes, presidentes de audiencia, oidores, fiscales, corre­

gidores, alcaldes, comisarios, etc. El juicio de residencia constaba de dos par-­

tes: una secreta, que hacta de oficio, y la otra pública, para tramitar las denu.!! 

cias de los particulares; las sanciones consistlan en multa, inhabilitación per-­

petúa o temporal para desempeñar cargos públ ices y el destierro. 

El tribunal de la acordada fue creado por la Audiencia, comenzando a funcionar en 

1710. (25 > 

Esta integrado por un juez o capital llamado 11 juez de caminos" por comisarios y -

escribanos; su competencia fue muy amplia en atención a que sólo asl podta actuar 

de manera eficaz para cumplir su cometido. Principalmente se dedicaba a perseguir 

a los salteadores de caminos, se avocaba al conocimiento de hechos delictuosos, -

instrula un juicio sumartsimo, dictaba sentencia y procedta inmediatamente a su 

ejecución. Dicho tribunal era ambulante y no tenla sede fija, toda vez que una 

vez juzgada y sentenciada una causa, sus integrantes abandonaban el lugar para 

constituirse en otro para iniciar una verdadera persecución en contra de los ban­

didos. <26> 

Los fines primordial~s de la acordada eran la prevención y persecución de los de­

litos. (27 ) 

24) Idem. 
25) !bid. p.34 
26l 115Tir. p.35 
27 lb1d. p. 36 
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. La prisión de la acordada tenia unos procedimientos inhumanos, convirtiéndola en 

una escuela del crimen, por lo que tanto el Tribunal de la acordada, como sus --­

cArceles, fueron abo! idas por la Constituiclón Española de 1812. (28 ) 

3. El proceso penal en la independencia 

Una vez proclamada la independencia siguieron vigentes las leyes españolas, con -

los mismos procedimientos que se mencionó en p~rrafos precedentes, hasta que en -

1812 se proclamó el Decretó Español en el que se crearon los "jueces letrados de 

partidoº, quienes tenian jurisdicción mixta, civil y criminal. Esta época fue ob­

jeto de garantlas para la libertad personal, se decía en uno de sus pSrrafos: - -

"Ningún español podrti. ser preso sin que proceda información sumaria del hecho, -­

por el que merezca, según la ley, ser castigado con pena corporal, y asimismo un 

mundamiento del juez por escrito, que se le notificar& en el acta mismo de la prl 

slón. (art. 287) ••• infra,g_a~!l todo delincuente puede ser arrestado y todos pue-­

den arrestarle y conducirle a la presencia del juez ••• al tomar la declaración al 

tratado como reo, se le leerón integramente todos los documentos y las declaraci.Q_ 

nes de los testigos con los nombres de éstos, y si por el los no la conociere, se 

le darán cuantas noticias pida para venir en conocimiento de quienes son (art. --

301). (29) 

En 1814 se promulgó el "Decreto Constitucional para la Libertad de la América Me­

xicana", el que principalmente contenia una serie de principios inspirados en -­

los fundamentos filosóficos y jur!dicos de laR·evoluclón francesa y de la Consti­

tución española de 1812. En su redacción y contenido quedó demostrado el perfecto 

conocimiento de la realidad social mexicana, tomada en cuenta por el Constituyen­

te de Apatzingán, al declarar que "son tirAnicos y arbitrarios los pactos ejerci-

28) !bid., p.37 
29) lb id •• p.38 
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cldos contra un ciudadano sin las formalidades de la ley ••• " (art.28), y que --

"ninguno debe ser juzgado ni sentenciado, sino después de haber sido oido legal-­

mente" (art. 30). 

Dicho ordenamiento legal prevé la integración del Tribunal Superior de Justicia, 

con cinco magistrados, fiscales, secretarios y jueces nacionales de partido, te-­

niente de justicia, tribunales de residencia,. etc., los que actuarAn conforme a -

las leyes hasta entonces vigentes, no fueran derogadas por nuevas normas. 

Posteriormente la Constitución de 1824 depositó el poder Judicial de la Federa--­

ci6n en la Suprema Corte de Justicia, en los Tribunales Colegiados de Circuito, y 

en los Juzgados de Distrito, a quienes se les señalaron espectficamente sus atrj_ 

buciones legales en los art!culos 123, 124, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143 y -

144 del citado ordenamiento. (3l) 

De conformidad con las siete leyes Constitucionales de 1836, el Poder Judicial -­

se ejercitarla por la Suprema Corte de Justicia, los Tribunales Superiores de fos 

Departamentos y los jueces subalternos de primera instancia, civiles y criminales 

de las cabeceras de Distrito de cada Departamento. (32 ) 

En las bases organicas de la República Mexicana de 1843, subsisten los fueros - -

eclesiasticos y militares; para las aprehensiones se exige mandamiento judicial. 

salvo el caso de la comisión de un delito de manera flagrante, pero poniendo de -

inmediato al sujeto a disposición del Organo Jurisdiccional; también se restrin-­

gió a treinta d!as la detención de las personas por la autoridad pal !ti ca y para 

los jueces el término de cinco d!as para declararlo preso. De igual manera el Co.!J. 

30) !bid •• p.39 
31) 1llíil.;" p.4, 
32) ldem. 
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-greso queda facultado para establecer juzgados especiales, fijos o ambulantes con 

competencia para perseguir y castigar a los ladrones en cuadrilla. La falta de oE_ 

servancia en los trc'.imites esenciales de un proceso, produce la responsabilidad de 

su juez; el número de instancias se limitó a tres; la ley señalarla de los trémi­

tes que deben seguirse en los juicios de! orden criminal y tanto los Códigos Ci-­

vil, como Militar y de Comercio, serán unos mismos para toda la nación, sin per-­

juicio de las variaciones que en algunos lugares podri!i. hacer el Congreso para --­

circunstancias particulares. <33 ) 

Al expedirse la Constitución de 1857, se prevé que en la República Mexicana na-­

die puede ser juzgado por leyes privativas, ni tribunales especiales ••• subsiste 

el fuero de guerra solamente para los delitos y faltas que tengan exacta conexión 

con la disciplina militar ... nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por le-­

yes dadas con anterioridad al hecho y exactamente aplicadas a él , por el tribu-­

nal que previamente haya establecido la ley. Nadie puede ser molestado en su per­

sona, familia, domicilio, papeles y posesiones. sino en virtud de mandamiento es­

crito de la autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedi--­

miento. En el caso de delito infraganti, toda persona puede aprehender al delio-­

cuente y a sus complices poniéndoles sin demora a disposición de la autoridad i,!!_ 

mediata. A la autoridad judicial se le otorga en forma exclusiva la facultad de -

imponer las penas limit~ndose a la autoridad politica administrativa a imponer -­

corrección hasta de $ 500,00 o un mes de reclusión en los casos que determinen -­

las leyes; en los juicios criminales no puede haber mtis de tres instancias y na--

die puede ser juzgado dos veces por el mismo del ita. También se otorgan faculta-­

des a las entidades federativas para legislar en materia de justicia y dictar sus 

códigos de procedimientos. quedando obligados a entregar sin demora los crimina-­

les de otros estados a !a autoridad que los reclame. (34) 

33) Idem. 
34) !bid., P.42 
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Para concluir podemos decir que desde el momento en que el hombre se convierte -

en sedentario y empieza a formar clanes, tribus hasta conocer el Estado en toda 

su plenitud hemos observado que existen problerr.as de convivencia, comunicación -

con el mismo ser humano y por ende tanto los pueblos de la antigüedad como el E2, 

tado moderno han procurado prevenir dichos conflictos, creando a través de la 

Historia diversos ordenamientos a fin de regular la conducta de los individuos -

dentro de la sociedad en que viven; es preciso establecer que el pueblo prehiSP! 

nico que m~s aportaciones nos ha legado es el de crear instituciones jurtdicas -

como lo es el Tribunal Superior de Justicia lugar donde se dirimen conflictos y 

controversias entre los miembros de una determinada colectividad ya sea en mate­

ria civil o penal, asimismo tenemos instit!..lciones en nuestros dfas que en los -­

pueblos de la antigüedad encontramos su génesis. 

Pues bien para concluir diremos que una de las principales preocupaciones tanto 

del hombre de la antigüedad como el moderno es mantener en equi 1 ibrio el orden -

social, reprimiendo con penas ejemplares los del itas. 



CAPITULO 11 

EL PROCEDIMIENTO PENAL 
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1. Generalidades 

Historia del derecho de procedimientos penales 

Derecho griego 

El origen del procedimiento penal se remonta a las viejas costumbres y formas ob­

servadas por los atenienses, en el derecho griego en donde el rey. el consejo de 

ancianos y la asamblea del pueblo en ciertas casas ! levaban a cabo juicios orales 

de carlicter pQbl ico para sancionar a quienes ejecutaban actos atentatorios en con 

tra de ciertos usos o costumbres. Para esos fines el ofendido o cualquier ciudadA_ 

no presentaba y sostenía acusación ante el Arconte. el cual, cuando no se trataba 

de delitos privados y según el caso, convocaba al Tribunal del Areopagg al de los 

ephetas y al de los hl I iastas. (35 ) 

El acusado se defendia por si mismo, aunque en ciertas ocasiones le auxiliaban a! 

gunas personas; cada parte presentaba sus pruebas, formulaba sus alegatos, y en -

esas condiciones, el tribunal dictaba sentencia ante el pueblo. (JG) 

Derecho romano. 

Los romanos fueron adoptando paulatinamente las instituciones del derecho griego 

y a través del tiempo las transformaron otorgAndoles caracterfsticas muy particu­

lares, que m~s adelante le servirtan 1 a manera de molde clAsico, para cimentar el 

moderno derecho de procedimientos penales. 

35) Guillermo Col!n S~nchez, op.clt., P.15 
36) lil.J.l!., P. 16 
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. En la época más remota del derecho romano se observó un formul ísmo acentuado que 

a su vez constitura un símbolo. Adquirió un carácter privado; las funciones re--­

caian en un representante del Estado, cuya facultad consistía en resolver el con­

flicto tomando en cuenta lo expuesto por las 11 partes 11
• 

En los asuntos criminales, en la etapa correspondiente a las legis a_C!.~~.~-~~ la -­

actividad del Estado se manifestaba tanto en el proceso penal público como en el 

privado. En el privado, el Estado era una especie de árbitro: escuchaba a las par 

tes y basándose en los expuesto por ésta resolvia el caso. 

Este tipo de proceso cayó en descrédito por lo cual fue adoptado el proceso penal 

público, llamado ast porque el Estado sólo intervenia en aquellos delitos que ame 

nazaban el orden y la integridad poi !tica. 

El proceso penal público revestia dos formas fundamentales: la _cp_g_~~!io y la - -­

accusatio. La primera la realizaban los órganos del Estado. y la segunda en algu­

nas ocasiones estaba a cargo de algún ciudadano. <37 > 

El cognitio, considerada como la forma m~s antigua. el Estado ordenaba las inves­

tigaciones pertinentes para llegar al conocimiento de la verdad, sin tomar en co_n 

sideración al procesado, pues solamente se le daba intevenci6n después de pronun­

ciado el fallo, para solicitar al pueblo se anulara la sentencia. 

Si la petición era aceptada habla que someterse a un procedimiento (anquesetio). 

en el cual se desahogaban algunas diligencia para dictar una nueva decisión. 

37) !bid •• p, 17 
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- La~ surgió en el último siglo de la Repúbl lea y evolucionó las formas an 

teriores, durante la vigencia, la averiguación y el ejercicio de la acción se en­

comendó a un acusador representante de Ja sociedad, cuyas funciones no eran pro-­

píamente; la declaración del derecho era competencia de los comicios de las ques­

tiones y de un magistrado. 

Con el tiempo las facultades conferidas al acusador fueron inuadidas por las au-­

toridades mencionadas; sin prevra acusación formal investigaban, instrufan la ca~ 

sa y dictaban sentencia. 

En el procedimiento penal romano (salvo Ja etapa del derecho justiniano de la épo 

ca ·ir.iperial . los actos de acusación, defensa y decisión se encomendaban a pers~ 

nas distintas; prevaleció el principio de publicidad: la prueba ocupó un lugar se 

cundario y la sentencia se pronunciaba verbalmente. conforme a la conciencia del 

juez. <38 l 

El procedimiento penal canónico 

El derecho canónJco en este procedimiento era i nqu i si ti va fue instaurado en Espa­

ña por los visigodos (Código de eurico}. y generado después hasta la Revolución -

francesa. 

Los comisarios, quienes practicaban pesquisas, informaban al Tribunal del Santo 

Oficio la conducta de los particulares, en relación a las imposiciones de la Jgl~ 

sía. Al reglamentarse el funcionamiento de la inquisición episcopai 1 se Je5 dio -

el cargo a dos personas laicas la pesquisa, y la denuncia a los herejes¡ en los -

inquisidores se concentraron los actos y funciones procesales. 

38) ldem. 
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Sobre las denuncias anónimas que eran rechazadas; se requerta la firma después -

se exigió que se hicieran ante 11 escribano 11 y bajo juramento. 

Las personas que recib!an denuncias practicaban pesquisas, realizaban aprehensi~ 

nes, y eran los inquisidores; la confesión fue la prueba por excelencia y para -

obtenerla empleaban el tormento; no era admitida la defensa. hactan comparecer a 

toda clase de testigos; los juicios eran secretos, se utilizaba la escritura y -

el juez gozaba de poderes ampl!slmos para formar su convicción. <39> 

El procedimiento penal mixto 

Este procedimiento se fundamentó en el derecho canónico. Se implantó en Alemania 

en el año de 1532, y en Francia en la ordenanza criminal de Luis XIV sus caract~ 

rtsticas son las siguientes: durante el sumario se observan las formas del sist~ 

ma Inquisitivo (secreto y escritura), para el plenario la publicidad y la orali-

dad; para valorar las pruebas el juez goza de libertad absoluta, salvo casos ex­

cepcionales en los que regla el sistema legal o tasadas. (40) 

En Francia el juez instructor era el ~rbitro en los destinos del acusado, al di­

rigir y dar forma al proceso, al disfrutar de ilimitado arbitrio judicial¡ esta­

blecia los fundamentos sobre los cuales se levantó todo el procedimiento, sente.!! 

ciado al acusado en secreto sin oirla en defensa, y sin hacerle saber el nombre 

de su acusador, empleando la pesquisa y el tormento como fecundo sistema de intJ. 

mldaclón. ( 4 l) 

Recientemente, el procedimiento se estudia como disciplina juridica que no se le 

considera de gran importancia. A mediados del siglo pasado, la obra La teor!a de 

3g) !bid. p.18 
40) Tcrem. 
41) Apud. Guillermo Col!n sanchez, op. cit., pp 38.39 
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- las excepciones procesale~ y de los supuestos procesales, del tratadista Osear -­

von Bulow. se despertó el interés sobre el estudio de los problemas procesales e 

hizo que se considerara el proceso como un conjunta de relaciones jurldicas. la -

relaciones deben entenderse en un sentido formal y practico, ya que su finalidad 

es definir las relaciones de derecho material en que el proceso sólo sirve de me­

dio. <42 l 

Considera Goldschmidt que la teor!a de Bulow es de escasa utilidad pr~ctica,por--

que las obligaciones y derechos del tribunal y de las partes se consideran car--­

gas, y manifiesta que la doctrina de la relación jurfdica es 11el estado de expec­

tativa de una persona favorable o contraria, emitida después del reconocimiento -

judicial, da la pretensión hecha valer como jur!dicamente fundada o infundada". -

Este tratadista dice que la teor!a de la situación jur!dlca procesal puede defi-­

nirse como 11el conjunto de expectativas. posibilidades, cargas y liberaciones de 

cargas procesales de una parte. en que sólo se busca alcanzar la cosa juzgada".-­

Respecto de este punto han sido diversas las opiniones; algunos autores sostienen 

que el tribunal debe estar fuera de la acción pues su deber se reduce a recibir -

las pruebas durante el periodo de instrucción y a fallar los procesos; mientras 

que otras opinan que la relajación se desarrolla únicamente entre el Tribunal y -

el Estado y unos mas sostienen que sólo existe esa relación entre las partes. (43) 

Rivera Silva define el procedimiento penal como el conjunto de actividades regla­

mentadas por preceptos previamente establecidos, que tienen por objeto determinar 

que hechos pueden ser calificados como delito para, en su caso, aplicar la san--­

c i ón correspondiente. 

Esta definición nos entrega los siguientes elementos; 

42) Juan José Gonzalez Bustamante 1 Derecho procesal penal mexicano., P.243 
43 l-1!!.'!!'!· 
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a) Un conjunto de actividades. 

b) Un conjunto de preceptos, 

c) Una finalidad 

a) El conjunto de actividades se informa con todas las acciones real izadas por -­

las personas que en concreto intervienen para que se determine la apl icaci6n de -

la ley penal a un caso particular. 

b) El conjunto de preceptos se integran con las reglas que dicta el Estado para -

regular las actividades anteriores y en su totalidad constituyen lo que puede 11~ 

marse el derecho de procedimientos penales, abarcando estos preceptos la reglame_!} 

taci6n no sólo de los actos que se real izan en el llamado proceso, pues también -

comprende la de aquellas que se llevan a cabo por o ante 11 6rgano jurisdiccional 11
-

y que no estAn dentro de lo que técnicamente puede llamarse proceso, e igualmente 

los actos que no real izados pero ante la autoridad judicial son los que podrtan -

l lamarsele actos parajudiciales, ya que estan encaminados a que el juez pueda -

posteriormente dictar el derecho. Por lo que se puede observar, en este orden de 

ideas puede concluirse que el derecho de procedimientos penales regula todas las 

actividades del llamado proceso. 

e) Por último, la finalidad buscada se encuentra en reglamentar las actividades a 

que nos hemos referido, a efecto de lograr la apl icaci6n de Ja ley al caso concr! 

to, es decir, declara la vinculación entre el ºser" y el 11 deber ser" contenido en 

la ley reglamentaria pudiendo esta declaración comprender los siguientes casos: 

1. Se declara que al "ser" delito (tipicidad, imputabilidad y culpabilidad) se -­

vincula el 11 debe ser 11 sanción. 
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...2. Se declara que el 11 ser 11 delito con excluyen~e de resp:msabilidad se vincula la 

consecuencia jurídica de la no penalidad; y 

3. Por otro lado al 11no ser" delito, entonces se vincula la no penalidad. <44 > 

Para Julio Ai::ero "nuestros código de procedimientos penales son, por tanto, como -

la ley procesa o adjetiva, un conjunto de reglas para la aplicación de la sustan-­

tiva, es decir que los códigos penales 11
• Coincide este autor con la definición de 

Rivera Silva pues aduce a un conjunto de reglas para la aplicación de la sustanti­

va, o sea para dar vida a la norma cerrada en el derecho penal material. 

Por su parte Julio Acero reconoce que el derecho de procedimientos penales estc1 -

constituido por un conjunto de reglas que rigen la actividad que es necesario de-­

sarrollar para la aplicación de las normas señaladas en Jos Códigos Penales. 

Guillermo Colín S~nchez afirma que el procedimiento tiene dos aceptaciones funda-­

mentales: una lógica y otra jurfdica. 

"Desde el punto de vista lógico, es una sucesión de fenómenos vinculados entre sr 

o a través de casualidad y finalidad; jurídicamente es una sucesión de actos que -

se refieren a la investigación de los del itas y de sus autores y a la instrucción 

del proceso. 11 

11 Todos estos actos est~n debidamente encadenados conforme a un orden regulado en 

su contenido y efectos por el ordenamiento jurídico, van determinando el avance -

procedimental de acuerdo con las formas y exigencias que el caso concreto amerite, 

para de ah! dar nacimiento a otros actos m.ls que faci 1 iten el logro de un fin de-

44) Manuel Rivera Silva. El procedimiento penal mexicano. pp.5,7 
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terminado". C45 l 

En las relacionadas condiciones, se puede decir que el procedimiento ser~ la forma 

o el método empleado para que el proceso pueda llevarse a cabo; por tanto, el pri­

mero es un concepto general que envuelve dentro de su seno el concepto proceso, y 

éste a su vez al juicio. 

Pero en la definición de este autor también se agitan los mismos elementos de nue~ 

tra definición, es decir, el conjunto de actividades, la sujeción de éstas a deter. 

minadas reglas y una finalidad buscada. C45 l 

2. Sujetos de la relaciOn procesal 

La idea de sujetos procesales se haya enlazada con el concepto de relación jurfdi­

ca procesal. En efecto, la relación se plantea entre semejantes sujetos, por lo -­

que cabe referirse a los mismos como a las personas entre las que establece y de-­

senvuelve, posteriormente, la relación jurldica en que el proceso consiste. 

Se suele hablar de sujetos principales y accesorios; los principales son, a su --­

vez, indispensables para el surgimiento de lu relación jurldica procesos. al paso 

que los accesorios tienen car1'i:cter contingente, esto es, pueden o no existir con -

referencia a una relación jurldica concreto que, sin embargo, existe a pesar de su 

ausencia. 

En el orden del enjuiciamiento criminal, los sujetos principales son desde luego: 

el juez, el ministerio público y el inculpado. A éstos cabria agregar, entre noso­

tros, {legislación mexicana) al defensor, como sujeto suigeneris, dado que en nin-

45) Guillermo Col!n Sanchez, op.cit. p.7 
46) Manuel Rivera Silva, op.c1t., p.15 
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~ gOn caso puede seguirse proceso alguno al margen. de la defensa asf se trate en 

la especie de la defensa de oficio. C47l 

Colin Sánchez, nos dice que el juez, tiene una función muy importante en el dra­

ma procesal, ya que ti ene a su cargo pronunciar los actos de decisión, para lo -

cual requiere de la colaboración de sujetos determinados que Je den vida al pro­

ceso y as! llegar a la meta deseada. 

El ministerio públ leo ser~ quien a través del ejercicio de la acción penal prov.c< 

que del órgano jurisdiccional las resoluciones correspondientes al caso. y esto 

origine Jos actos defensivos mencionadas en conjunto encaminan las fases proced..!_ 

mentales a la realización del fin último del proceso, siendo necesario que cola­

boren: polic!a, testigos y peritos, etc.< 43 J 

Los sujetos del proceso se clasifican en: principales, necesarios y auxiliares. 

Los primeros son: el brgano de la acusación que es el ministerio público~ órgano 

de la jurisdicción (juez, magistrado). El sujeto activo del delito (indiciado) -

el sujeto pasivo del delito (ofendido), el órgano de Ja defensa (defensor). <49 l 

Los segundos son; Jos testigos, los peritos, los intérpretes y los órganos de r~ 

presentación, autorización o asistencia de los incapacitados que van hacer los -

padres, tutores y curadores. 

Los auxiliares ser~n: la policfa, los secretarios, los oficiales judiciales, los 

directores y el personal de los establecimientos carcelarios. <5oJ 

47) Sergio Garcla Ram!rez, Derecho procesal penal. >.103 
48) Guillermo Col!n S!nchez, op.cit. P.72 
49) !bid., p 73 
50) ldem. ' 
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a) El ministerio público 

Podemos decir, a manera de concepto, que el ministerio público es aquel ente ju­

r!dico dependiente del Estado (poder ejecutivo) que actaan en representación del 

interés social ejercitando la acción penal y la tutela social, en todos aquel los 

casos que esté expresamente establecido en la leyes. 

Ahora bien, para que estemos en aptitud de poder comprender esta institución, r~ 

sulta necesdrio realizar un pequeño bosquejo de sus antecedentes históricos, y -

para lo cual primero reseñaremos someramente su desarrollo en diversos patses, 

para posteriormente hacer los propio por lo que hace el derecho mexicano. 

I. Grecia 

El antecedente m~s remoto del ministerio públ ice lo encontramos en la institu--­

ci6n del derecho griego Arconte, que era el magistrado que intervenía en los ju_!. 

cios en representaci6n del ofendido y de sus familiares. o por incapacidad o ne­

gligencia de ellos. No obstante, estos datos son un tanto imprecisos porque en -

aquella época la institución era completamente desconocida para el pueblo grie-­

go, pues la persecución de los del itas estaba a cargo de la victima y de sus fa­

miliares. A decir de Juan José Gonzalez Bustamante regla el principio de la acu­

sación privada, sin embargo, posteriormente se encomendó el ejercicio de la 

acción a un ciudadano. en representación de la colectividad, otorg~ndole una di~ 

tinción honrosa que enaltec!a al elegido el pueblo lo premiaba con coronas de 

laurel. As! sigue diciendo dicho autor, se abandonó la idea de que fuese el ofe~ 

dido por et delito el encargado de acusar, y al ponerse en manos de un ciudadano 

independiente el ejercicio de la acción. se introdujo una reforma sustancial en 
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en el procedimiento, ya que era un tercero, despojado de ideas de venganza y de 

pasi6n que insensiblemente lleva el ofendido al proceso, quien perseguta al res­

ponsable y procuraba su castigo o el reconocimiento de su inocencia. <51 ) 

11 Francia 

Diversos autores consideran el ministerio público como una institución de origen 

francés. afirmando que el fundamento es la ordenanza de 23 de marzo de 1302, en 

la que se otorgaron atribuciones del antiguo abogado y procurador del rey a una 

magistratura, encargada de los negocios judiciales de la corona, puesto que ant~ 

riormente únicamente actuilban en lo concerniente a los negocios del monarca. De­

bido a que en esa época se abandonó notablemente la acusación por parte del efe!!, 

dido o de sus familiares, surgió un procedimiento del oficio o por pesquisa que 

dio cabidad al establecimiento del ministerio públ ice, aunque con funciones l im_i 

tadas, principalmente la de perseguir delitos. hacer efectivas las multas y las 

confiscaciones decretas como consecuencia de una pena. 

Posteriormente {siglo XIV) el ministerio público interviene abiertamente en los 

juicios del orden penal, y durante la época napoleónica se precisan sus funcio-­

nes, lleg~ndose a la conclusión que deberla depender del poder ejecutivo por CO,!l 

sidera.rsele representante directo del interés social en la persecución de los d~ 

litas. Desde este momento comenzó a funcionar dentro de la magistradura llamadas 

Parquets, cada uno formando parte de un tribunal francés. Estos parquets conta-­

·ban con un procurador y varios auxiliares sustitutos en los tribunales de just_!. 

cia o sustitutos generales en los tribunales de apelación. <52> 

51) Juan José GonzAlez Bustamante. op.cit., P;54 
52) Guillermo Col in sanchez, Oerech~ano de procedimientos penales. pp-78-r7~ 
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.• 111. España 

En España existió la promotor1a fiscal desde el siglo XV, como herencia del der~ 

cho canónico. Los promotores fiscales actuaban en representación del monarca. -­

Sus funciones consJstfan en vigilar Jo que ocurría ante los tribunales del cri-­

men y en obras de oficio, a nombre del puebJo,cuyo representante es el soberano. 

Asismismo, los lineamientos generales del ministerio público francés fueron tom~ 

dos por el derecho español. Desde la época del Fuero Juzgo habla una magistratu­

ra especial, con facultades para actuar ante los tribunales cuando no hubiera un 

interesado que acusara al delincuente. 

En Ja novfsima recopilación, libro V, titulo XVII, se reglamentaron las funcio-­

nes del ministerio fiscal; posteriormente en las ordenanzas de Medina (1489) se 

menciona a Jos fiscales, y durante el reinado de Felipe II. se establecen dos 

fiscales: uno para actuar en los juicios civiles y otro en Jos criminales. En 

sus inicios se encargaban de perseguir a quienes cometfan infracciones reJacion2_ 

das con el pago de la contribución fiscal, multas o toda pena de confiscación; -

m~s tarde fueron facultados para defender Ja jurlsdiccióo y el patrimonio de la 

Hacienda Rea J. ( 53 J 

IV. México 

Los orfgenes del ministerio públ ice en México los encontramos en la institución 

de la promotorfa fiscal que existió durante el virreinato. Esta institución fue 

organizada y perfeccionada por el derecho español, se le cita en la ordenanza de 

9 de mayo de 1587 que fue producida en México por la Ley de 8 de junio de 1823, 

53) Guillermo Colln S~nchez. op.clt. P. 79 
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creandose un cuerpo de funcionarios fiscales en los tribunales del crimen. El 

juez disfrutaba de libertad ilimitada en la dirección del proceso y el fiscal só 

lo interven fa para formular su pliego de acusación. 

Por otra parte, es en la Constitución de ApatzingAn de 22 de octubre de 1814, en 

donde se expresa que en el Supremo Tribunal de Justicia habla dos fiscales letr2_ 

dos: uno para lo civil y otro para el criminal. En la constitución federalista -

de 4 de octubre de 1824 se incluye también el fiscal, formando parte integrante 

de la Suprema Corte de Justicia y se conserva en las siete leyes constituciona-­

les de 1836 y en las bases orgAnicas de 12 de junio de 1843; la ley de 23 de no­

viembre de 1855 expedida por el presidente Comonfort. extiende la intervención 

de los procuradores o promotores fiscales a la justicia federal. 

No obstante que los constituyentes de 1857 conocian la institución del ministe-­

rio público y su desenvolvimiento en el derecho francés, pero no quisieron esta­

blecerla en México por respeto a la tradición democrAtica. (54 l Sin embargo, la -

Ley de Jurados de 15 de junio de 1868, establece en sus articules 4' a 8' tres -

promotortas fiscales para los juzgados de lo criminal, que tienen la obligación 

de promover todo lo conducente en la investigación de la verdad, intervienen en 

los procesos, desde el auto de formal prisión. Los promotores fiscales represen­

tan a la parte acusadora y los ofendidos por el del ita pueden valerse de el los -

para llevar las pruebas al proceso, y en los casos en que no estuviesen de acue!. 

do con el promotor fiscal. sol icitarlan que se les reciban las pruebas de su pa!_ 

te y el juez las admitirA o rechazarra, bajo su responsabilidad. Los promotores 

fiscales a que se refiere dicha ley. no pueden tomarse como verdaderos represen­

tantes del ministerio público; su intervención es nula en el sumario porque el -

ofendido por el delito puede supllrlos y su independencia es muy discutible. 

54) Juan José GonzAlez Bustamante. op.cit., p.67 



29 

_La Constitución Pol !tica de México vigente (5 de febrero de 1917) instauró una 

reforma trascedental en el procedimiento penal mexicano, pues reconoce el monopc-

1 io de la actuaci6n penal por el Estado, encomendando su ejercicio a un solo órg~ 

no: el ministerio público. Dicha ley fundamenta! privó a los jueces de la facul­

tad que hasta entonces habfan tenido de incoar de oficio los procesos; se apartó 

radicalmente de la teoría francesa y de las funciones de pal icia judicial que a~­

tes tenian asignadas; organizó el ministerio público como una magistratura inde-­

pendiente con funciones propias, y sin privarlo de su función de acción y reque­

rimiento, lo erigió en un organismo de control y vigilancia en las funciones in-­

vest!gator!as encomendadas a la po!!c!a judicial. que hasta entonces hablan sido 

desempef'lados por los jefes polfticos, los presidentes municipales, los comandan-­

tes de la polic[a y hasta por los militares. 

El articulo 21 constitucional vigente dispone que 11 la persecución de los del itas 

incumbe al ministerio púb! ico y a la poi ic!a judicial, la cual estará bajo la au­

toridad y mando inmediato de aquél''. 

Ahora bien, la función persecutoria, como su nombre lo indica consiste en perse-­

guir los delitos o lo que es lo mismo, en buscar y reunir los elementos necesa--­

rios y hacer las gestiones pertinentes para procurar que a los autores de el los -

se les apliquen las consecuencias establecidas en la ley. La función persecutoria 

Impone dos clases de actividades: la actividad investigadora y el ejercicio de la 

acción penal. La primera entraña una labor de auténtica averiguación, de búsqueda 

constante de 1 as pruebas que acrediten 1 a existencia de los delitos y la respons~ 

bilidad de Quienes en ellos participan; es presupuesto forzoso y necesario del -­

ejercicio de la acción pena!. es decir, del excitar a los tribunales a la apl !ca­

ción de la ley al caso concreto. La segunda, comprende la funcibn persecutoria,-
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consiste en el llamado ejercicio de la acción penal, que consiste en el derecho, 

obl igaclón que tiene el Estado de perseguir todos los hechos del ictuosos. 

b) El órgano de la jurisdicción 

La jurisdicción constituye uno de los temas esenciales del derecho procesal. Etj_ 

mológicamente jurisdicción procede de~ y dtcere, que significa, decir el der~ 

cho. En otras palabras, la jurisdicción es un poder del Estado de aplicar la ley 

al caso concreto, resolviendo un conflicto de Intereses. 

La jurisdicción consta de dos elementos: el primero consiste en la facultad de -

que disfruta el órgano jurisdiccional en la aplicación de la ley penal. Es una 

facultad declarativa reservada exclusivamente a la autoridad judicial, y se eje!:_ 

cita en toda su integridad en el momento en que se pronuncia la sentencia. El -­

pleno ejercicio de esta facultad, supone la existencia de un juicio previo seguJ:. 

do por todas sus formas tutelares y sujeto a las normas legales. La determina--­

ción de si un hecho es o no del ita, qué personas han intervenido en su comisión 

y cui1les son las sanciones o medidas de seguridad que deben aplicarse, constitu­

ye un atributo en la función jurisdiccional. Solamente los tribunales esti1n fa-­

cuitados, con exclusión de otros órganos, para hacer tales declinaciones e impo­

ner las penas o las medidas de seguridad que corresponden. 

El segundo elemento inherente a la jurisdicción es el imperio, no sea la facul-­

tad ejecutiva de ordenar, de usar de la coerción y de las medidas coactivas para 

hacer que se cumplan las determinaciones judiciales, porque sin esta facultad no 

podr!a ejercerse Ja jurisdicción y los mandatos de los jueces quedar!an incumplJ. 

dos. Los jueces no sólo disfrutan del imperio que les es indispensable para cum-



31 

plir con su misión, sino de todo aquello que necesita para mandar ejecutar y lle 

var a cabal término sus resoluciones en la forma que determinen las leyes. 

Desde un punto de vista general, y atendiendo a la materia, la jurisdicción se -

clasifica en: civil, penal, laboral, etc., de tal manera que en este orden, ha-­

bria tantas jurisdicciones como materias existan. 

En el Distrito Federal la jurisdicción se ejerce: !. Por los jueces de paz del -

orden penal; JI. Por los jueces penales; 111. Por el jurado popular; IV. Por los 

jueces presidentes de debates; V. Por el tribunal superior de justicia, VI. Por 

los dem~s funcionarios y auxiliares de la Administración de Justicia. 

En el orden federal, de acuerdo con la Ley Organica del poder judicial de la fe­

deración, la jurisdicción se ejerce. l. Por la Suprema Corte de Justicia de la -

Nación; !!. Por los tribunales colegiados de circuito; 11!. Por los tribunales -

unt!ar!os de circuito; IV. Por los juzgados de distrito; V. Por el jurado popu-­

lar federal, y VI. Por los tribunales de Jos estados y del Distrito Federal, en 

los casos previstos por el articulo 107, fracción XII, de la Constitución Pol!­

tica de Jos Estados Unidos Mexicanos, y en los ciernas en que por disposición de -

la ley, deban actuar en auxilio de la justicia federal. 

e) Sujeto activo del delito 

Es evidente que en la comisión de los hechos del ictuosos siempre interviene un -

sujeto que mediante un hacer o no hacer legalmente tipificado, da lugar a la re­

lación jurtdica material y posteriormente a la relación procesal. No obstante, -

ello no implica necesariamente que, por ese solo hecho, pueda ser considerado e~ 
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me sujeto activo de! delito, ya que esta cualidad la adquiere cuando se dicta !a 

resolución judicial condenatoria. 

La legislación y la doctrina han d3da diversas aceptaciones al supuesto autor del 

delito, tales como: indiciado, presunto responsable, imputado, inculpado, encau-­

sado, procesado, reo, etc. 

Para Castellanos Tena, la sola conducta agota el elemento objetivo del delito ---

cuando por si mismo lleva el tipo, como sucede en los llamados delitos de mera 

actividad, carentes de un resultado material. La conducta es el comportamiento -

humano voluntario, positiva o negativo, encaminado a un propósito. Sólo la con--­

ducta humana tiene relevancia para el Derecho Penal. El acto y la omisión deben -

corresponder al hombre, porque únicamente es posible sujeto activa de las infrac­

ciones penales; es el único ser capaz de voluntariedad. Sin embargo, en la actua­

lidad es unanime el pensamiento en el sentido de que sólo las personas fisicas -

pueden delinquir, mas esti1 en pie el problema de si las personas morales o juri-­

dicas son o no responsables ante el Derecho Penal. Pero es claro que las perso--­

nas juridicas no pueden ser sujetos activos del delito por carecer de voluntad -­

propia, independiente de la de sus miembros, razón por la cual faltaría el ele--­

mento conducta. bésico para la existencia del delito. <55 > 

d) El sujeto pasivo del delito 

En la ejecución de los delitos, generalmente concurren dos sujetos, uno activa .. _ 

que lleva a cabo la conducta o hecho, y otro pasivo inmediato, sobre el cual re-­

cae la acción. Excepcionalmente, como en los del itas de traición, portación de ª..!:. 

mas prohibidas, apolog!a del delito y otros més la conducta antijur!dica no afee-

55) Fernando Castellanos, Lineamientos elementales de derecho pena!. P~.149.150. 



33 

- ta propiamente a una persona ffsica, más bien a un orden jur!dicamente tutelado, 

que es indispensable para el desenvolvimiento ordenado y pacffico de los integra!! 

tes de la sociedad. Generalmente las infracciones penales producen un daño que dJ_ 

rectamente resiente la persona ffsica en su patrimonio, en su integridad corpo--­

ral. en su honor, etc., y en forma indirecta la sociedad, de tal suerte que la 

violaci6n a la ley penal trae aparejada siempre una sanción represiva y además un 

daño que debe ser resarcido a través de la acción civil. 

En la mayorfa de los paises en donde prevalece el sistema acusatorio la situación 

del ofendido es totalmente diversa a la que guarda en el nuestro; en el procedi-­

miento penal mexicano es un sujeto procesal, tiene derechos que deducir, as! lo -

reconocen la ley y las exigencias del procedimiento; desde la averiguación pre--­

via, el ofendido real iza actos encaminados a lograr' la culpabilidad del sujeto. 

En términos generales,durante el procedimiento, el ofendido tiene divetsas facul­

tades, entre las que se encuenttan las de presentar denuncias y quetellas, apor-­

tar ante el ministerio público o ante el juez los elementos de prueba que estén -

a su alcance, deducir derechos contra terceros, en lo concerniente a la repara--­

ci6n del daño, as! como Ja interposición de los recursos señalados por la ley, -

cuando sus intereses asi lo demanden. 

Asimismo, el Código Federal de Procedimientos Penales prevé: "La persona ofendida 

por un del !to no es parte en el procedimiento penal; pero podr~ proporcionar al -

ministerio público por s! o por apoderado, todos los datos que tenga y que condu3_ 

can a comprobar la existencia del delito, la responsabilidad del inculpado y la -

procedtancia y monto de la reparación del daño, para que, si los estima pertinente 

en ejercicio de la acción penal los ministre a los tribunales" (art.141). Por su 
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parte, el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal sólo se con­

creta a establecer lo siguiente: "La persona ofendida por un delito podrá poner a 

disposición del ministerio pCiblico y del juez instructor todos los datos que con­

duzcan a establecer la culpabilidad del acusado o a justificar la reparación del 

daño"(art. 9) 

3. La acción penal 

Debemos entender que el proceso penal es algo dinti.mico. y para que asr se mani--­

fieste es indispensable que un impulso lo provoque: la acción penal. Est~ 1 igada 

al proceso, es la fuerza que lo genera y lo hace llegar hasta la meta deseada. 

a) Concepto 

Este es uno de Jos conceptos mas discutidos en la materia procesal, pues mientras 

que desde las instituciones romanas Ja acción era 11el derecho a perseguir en jui­

cio aquello que se nos debe 11 ~ Hugo Rocco y Carnelutti afirman que es un derecho; 

Manrezada por Gioseppe Chivenda, la define como el poder jurídico de real izar la 

condición para la actuación de la voluntad de la ley. C55 l 

Sin embargo consideramos que el concepto que mejor se adapta al procedimiento pe­

nal en México es el de Floriam, que dice: 11 La acción penal es el poder jurídico 

de excitar y promover la decisión del órgano jurisdiccional sobre una determina­

da relación de derecho pena1,C 57l procede el mas sencillo, no por carecer de tés_ 

nica, ;Jorque el poder jurfdico a que se refiere es el emanado de la ley, el cual 

se justifica cuando se ha violado una norma del derecho penal y,ser& precisamente 

56) Guillermo Col!n Sanchez. op.cit., p.206 
57) Eugenio Floriem. op.cit.,~ 
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en razón de la pretensión punitiva estatal cuando previa satisfacción de determi­

nados requisitos, se provoque la jurisdicción, cuyas consecuencias sera.n la decl~ 

ración de la culpabilidad o la absolución del sujeto de la relación procesal. 

b) Naturaleza jur!dica 

La acción es un concepto que puede presentarse en varias áreas del derecho; pero 

para precisar a cu~l de éstas corresponde, deberé. tomarse en cuenta la norma vio­

lada, de tal manera que al infrigir una disposición civil, ~sto dara. lugar a la -

acción civil, y cuando se trate de una norma del derecho ;ienal sustantivo se est~ 

di en el caso de la acción penal. La acción civil est.!i a cargo de la parte lesio­

nada, ya sea un particular o una persona moral; el daño causado es material y m.2_ 

ral, pero como en el orden material afecta el patrimonio de las personas, procede 

el desistimiento, la transacción o la renuncia, por lo que esencialmente tiene un 

fin restaurador. En cambio, la acción penal, es toda actividad o movimiento que -

se encamina hacia determinado fin. lo que en sentido juddico es la manera de po­

ner en marcha el ejercicio de un derecho, tiene por objeto preparar el ejercicio 

de la acción que se fundará en las pruebas obtenidas; esta acción es ptJbl ica, Pº!. 

que persigue la aplicación de la ley penal a quien ha cometido un delito.además -

que por el fin que persigue y porque no está regida por criterios de convivencia 

ya que está encomendada la pretensión punitiva, ya sea absolviendo al inocente o 

condenando al culpable a sufrir una pena de prisión, una sanción pecunaria, a la 

pérdida de los instrumentos del delito, etc. 

La doctrina le atribuye un carácter públ ice, tomando en cuenta el fin y el obje-­

to (de la acción penal), además, como la ejercita un órgano del Estado (ministe-­

rio público) y se sirve la misma pena la realización de la pretensión punitiva, -
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- se dice que es obligatorio su ejercicio; no debe quedar su arbitrio. pues si se -

cometió el delito, quien defina la situación jurldica, porque al ministerio públj_ 

ca sólo se le encomienda su ejercicio y, al no hacerlo, rebasa sus funciones. 

Los 6rganos a quien se encomienda el ejercicio de la acción penal, como institu-­

ción del derecho de procedimientos penales, por mandato expreso de la constitu--­

clón general de la República (art. 21), es a un órgano del Estado: el ministerio 

público. 

Pero trat~ndose de delitos cometidos por los servidores públicos a que se refie­

re el articulo 11' de la constitución federal, la C~mara de Diputados, previa ob­

servación de las formalidades legales que para el caso establece la ley fundamen­

tal, la ejercita ante el Senado (arts. 109 y 110). Es la única excepción en mate­

ria del ejercicio de la acción penal. 

e) La averiguación previa 

La preparación del ejercicio de la acción penal se real iza en la averiguación pr~ 

via, etapa procedimiental en que el ministerio público, en ejercicio de la facul­

tad de polic!a judicial, practica todas las diligencias necesarias que le permi-­

tan estar en aptitud de ejercitar la acción penal, debiendo integrar, para esos -

fines, el cuerpo del delito y la presunta responsabilidad, y los cuales veremos -

m~s adelante. 

Ningún precepto legal señala el tiempo del que dispone el ministerio público para 

realizar la averiguación previa y esto se aplica en razón de las complejidades 

que presentan, en general, los hechos de que toma conocimiento; pero cuando el 
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acusado sea aprehendido el ministerio pQbl leo estara obligado, bajo su mas estriE_ 

ta responsabi 1 idad, a poner inmediatamente al detenido a disposición de la auto-­

ridad judicial, remitiéndole al efecto el acta correspondiente. 

Los dispositivos legales que regula la averiguación previa son: artrculos 16 con~ 

tltuclonal; 1•, fracción l, del Código de Procedimientos Penales en Materia Fede­

ral, y 3' fracción 1, del Código de Procedimientos Penales en el Distrito Fede--­

ral. 

Asimismo, de acuerdo con el citado artlculo 16 constitucional. para la vAI ida pr~ 

moción de la acción penal deberAn darse los siguientes requisitos; la comisión u 

omisión de un hecho reputado por la ley como delito; que tal hecho Jo haya reali­

zado una persona flsica, que se haya dado consentimiento del ofendido a su legit_!. 

mo representante, si el delito se persigue a petición de parte agraviada; que lo 

dicho por el denunciante o querellante esté apoyado por declaración de persona -­

digna de fe y de crédito o por otros elementos de prueba que hayan de presumir -

la responsabi 1 idad del inculpado. 

Los pasos de que se integran la averiguación previa son: la denuncia, los requisJ. 

tos de procedibilidad (querella, excitativa y autorización), la función de poli-­

era judicial en sus diversas modalidades y la consignación .. 

El ministerio pQbl leo puede tener conocimiento de un hecho del ictuoso: en forma -

directa e inmediata; por conducto de los particulares; por la policta o por quie­

nes estén encargados de un servicio pQblico; por la autoridad judicial al ejercer 

sus funciones cuando aparezca la probable comisión de un hecho del ictuoso en la -

secuela procesal (civil o penal); y por la acusación o querella .. Dentro del campo 
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- del derecho de procedimientos penales, es demasiado importante distinguir la de-­

nuncia coma media informativo y como requisitos de procedibilidad. Es utilizada -

para hacer del conocimiento del ministerio público lo que se sabe del del ita, ya 

sea que el propio portador de la noticia haya sido afectado, o bien, que el ofen­

dido sea un tercero; de lo que se concluye que la denuncia puede presentarla cua_!. 

quier persona en cumplimiento de un deber impuesto por la ley. No obstante, la -­

denuncia no es un requisito de procedibilidad para que el ministerio público se -

avoque a la investigación oel del ita, pues bastard que dicho funcionario esté in­

formado por cualquier medio para que de inmediato esté obligado a practicar las -

diligencias necesarias, para concluir si de aquello que tiene conocimiento constj_ 

tuye una infracción penal, y siendo ~sto ast, quién es el probable autor. 

La denuncia, como noticia del crimen, en general, puede ser presentada por cual-­

quier persona, sin importar que la misma provenga de un procesado, de un senten-­

ciado, de un nacional o de un extranjero. Ni el sexo, ni la edad, sert!n un obstá­

culo, salvo las excepciones previstas por la ley. 

La querella es un derecho potestativo que tiene el ofendido por el delito, para -

hacerlo del conocimiento de las autoridades y dar su anuencia para que sea perse­

guido. TratAndose de los delitos que se persiguen a petición de parte ofendida, -

no solamente el agraviado, sino también su legitimo representante, cuando lo es-­

timen necesario, pendran en conocimiento del ministerio públ ice la comisión del -

hecho delictuoso, para que éste sea perseguido, no pudiendo hacerlo en ningún ca­

so para esta clase de delitos, sin la manifestación de voluntad del que tiene ese 

derecho. 

Por otra parte, la 11excitativa 11 es la petición que hace el representante de un --
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pafs extranjero para que se proceda penalmente en contra de quien ha proferido i_!! 

jurias al gobierno que representa o a sus agentes diplomáticos. Atendiendo a la -

personalidad internacional del Estado, se ha establecido para estos casos, que -­

sean los agentes diploma.ticos quienes manifiesten su voluntad para que se persiga 

el delito. 

d) Cuerpo del delito 

El cuerpo del delito son los elementos integrantes de la conducta o hecho delic-­

tuoso; en consecuencia, para ese fin serA necesario determinar si estA comproban­

do el injusto punible, lo cual corresponderA a lo objetivo, subjetivo y normati-­

vo, de acuerdo con la descripción legal de cada i licito de los previstos por el -

legislador en el Código Penal u otras leyes. 

Antecedentes históricos del cuerpo del del ita la Constitución Española de 1812, y 

la Ley de 11 de septiembre de 1820, para el auto de formal prisión disponen que 

para su legalidad es necesario que se justifique la existencia de un delito, ya -

que es indispensable para que haya proceso. Esta ley fue expedida en Madrid y ri­

gió en la Nueva España durante el virreinato; después de consumada la independen­

cia siguió aplicándose. 

Para que una persona ingresara a la prisión preventiva no era necesario que set_!:! 

viera una prueba plena del del ita, ni semiplena, ni que sea el verdadero del in--­

cuente. únicamente se requerta que por cualquier medio resulte de dicha informa-­

ción sumaria comprobada la materialidad del hecho acaecido, que según la ley fue­

ra castigado con pena corporal, asl como algún motivo o indicio suficiente, según 

las leyes para creer que tal o cual persona ha cometido aquel hecho. Esta idea de 
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considerar al cuerpo del delito únicamente por sus elementos materiales. No tuvo 

gran aceptación entre los tratadistas españoles y mexicanos. (S8) 

En el año de 1931 entró en vigor la actual legislación penal, decla que el cuer-­

po del delito era lo mismo que la existencia del delito. El articulo 104 del có-­

digo de procedimientos penales para el Distrito y Territorios de la Federación de 

22 de mayo de 1894, establecla, como regla general, que todos los delitos que no 

tuvieran una prueba señalada en dicho código deblan justificarse comprobando to-­

dos los elementos que los constituyen, según la clasificación que de el los hicie-

se el Código Penal: El articulo 9' de esta ley aduce que no solamente se iba a -­

comprobar el cuerpo del delito, sino el delito mismo, y adem~s la intención dolo­

sa, que forma parte de la culpabilidad. 

El código de organización, competencia y procedimientos en materia penal de 1929, 

incurrió en el mismo error, estableciendo que todos los delitos que no tuviesen -

señalada una prueba especial se justificarAn por la comprobación de sus elementos 

constitutivos. 

A partir del código de procedimientos penales de 1894, la Suprema Corte de Justi­

cia de 1 a Nac l ón sostuvo que por cuerpo de 1 de 1 i to no debe entenderse a 1 de 1 i to 

mismo, pues esta conclusión serta antljur!dica, ya que por delito el articulo 42 

del código penal, prevé que es la infracción voluntaria de una ley penal. Mien--­

tras que por cuerpo del del ita debe entenderse al conjunto de elementos objetivos 

o externos que constituyen el delito, con total abstracción de la voluntad o del 

dolo que se refiere sólo a la culpabi 1 idad. 

58) Gul l lermo Col !n Sanchez. op.cit. p.161 
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El cuerpo del delito en el procedimiento penal. Esta constituido por un conjunto 

de elementos ftsicos materiales, que es lo que integran; sin ello según criterio 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no puede declararse la responsabi-­

lidad del acusado, ni imponérsele pena alguna. <59 l 

Integración del cuerpo del delito, el código de procedimientos penales, vigente -

en el Distrito Federal, establece "cuando el del ita deje vestigios o pruebas ma--

teriales de su perpetración el ministerio públ leo o el agente de la poi ic!a judi­

cial lo hara constar en el acta que se levante 11 .(art. 94) 

Entonces, la integración del cuerpo del delito va estar a cargo del ministerio -­

públ ice durante la averiguación previa de los elementos que logre acumular depen­

dera que el cuerpo del delito resulte comprobado ya que esta es su función carac­

terf stica. 

La regla general para la comprobación del cuerpo del delito consiste en determi-­

nar si la conducta o hecho se adecua a la hipótesis de la norma penal que establ! 

ce el tipo. 

Carecen de reglas especiales para su comprobación los del itas de amenazas, inju-­

rias, estupro, violación, etc. Para estos del itas lo primero que debemos anal izar 

es cómo los define la ley penal, para luego ocuparnos solamente de los elementos 

materiales. Por ejemplo citaremos algunos de los delitos antes mencionados, el de 

amenazas serla necesario para su comprobación, la confesión el rubro "Cuando del 

delito, comprobación del". Comprobar el cuerpo del delito, es demostrar la exis-­

tencia de un hecho, con todos sus elementos constitutivos tal como lo define la -

ley, al considerarlo como del ita y señalar la pena correspondiente. 

59) Seminario Judicial de la Federación. pp. 1264, 564, 791, 1107 y 1156. 
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- Cuando en la resolución de la autoridad. no se cita el precepto legal cuya infra~ 

ción se imputa al acusadc, no existe una base firme para precisar si ha quedado -

legalmente probado el delito que se le atribuye, toda vez que, precisamente, es -

el precepto que estime violado, el que debe determinar cuales son los elementos 

que constituyen el delito 11
• 

e) Probable responsabi 1 idad 

La probable responsabilidad es uno de los elementos esenciales del auto de formal 

prisión; algunos autores 1 o definen como presunta responsabi 1 idad y otras como -­

probable responsabi 1 idad. 

El articulo 19 constitucional prevé que es el del ita que se imputa al acusado; -­

los elementos que constituyen a aquél: lugar, tiempo y circunstancia de ejecución 

y los datos que arroje la averiguación previa, los que deben ser bastantes para -

comprobar el cuerpo del del ita y hacer probable la responsabi 1 idad del acusado. (6()) 

De lo anterior se advierte que nuestra ley Suprema lo define como probable respo!!_ 

sabilidad, pero como ambos términos son sinónimos, algunos autores lo manejan co­

mo presunta responsabi 1 idad. En consecuencia, existe presunta resp:::insabi 1 id ad - -

cuando hay elementos suficientes para suponer que una persona ha tomado parte en 

la concepción, preparación o ejecución de un acto tfpico, por lo cual debe ser S.Q. 

metido al procesos correspondiente. 

El Código Federal de Procedimientos Penales indica: "La presunta responsabilidad 

del inculpado se tendrA por comprobado,cuando, de los medios probatorios existen-

60) Rectoria Instituto de lnvestigaciooes Juridicas. Constitución Politlca de los 
Estados Unidos Mexicanos. p 49 
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_ tes, se deduzca su participación en la conducta o hechos constitutivos del del ita 

demostrado. (art. 168) (61 ) 

Por tanto, para que exista la probable responsabi 1 i dad del inculpado deben darse: 

L Que el delito que se le imputa al acusado y sus elementos constitutivos;1. las 

circunstancias de ejecución, de tiempo y de lugar, y 2. Los datos que arroje la -

averiguación previa y los requisitos de fondo; pero no basta que el auto de pri-­

sión preventiva contenga la denominación genérica de la infracción, sino que es -

necesario citar el precepto de la Ley Penal que lo defina. 

Aqu1 la función del juez va hacer determinar la presunta responsabi 1 idad del pro­

ceso, aunque también concierne al ministerio público ya que para que pueda ejer-­

cer la acción, tuvo que haber recabado las pruebas suficientes que hayan integra­

do el cuerpo del delito, y, asf tener demostrada la presunta responsabi 1 idad. 

El órgano jurisdiccional, por imperativo legal también debera' establecer si exis­

te probable responsabi 1 idad para decretar la orden de captura y el auto de formal 

prisión, pues haré un anAl is is lógico y razonado de todos y cada uno de los - - -

hechos consignados en autos. 

f) Ejercicio de la acción penal 

Antecedentes. La historia del proceso en la etapa mAs rudimentaria nos hace ver -

como el ofendido por el delito gestionaba la reparación del agravio a través del 

jefe de la tribu, y con el tiempo al cambiar las formas de vida, al cometerse el 

61) Código federal de procedimientos penales., P;201. 
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del ita surg!a el derecho de acudir a la autoridad para que administrara la justi­

cia. <5Zl 

Y mas tarde. ya no sólo el ofendido sino también los ciudadanos. solicitaban a la 

autoridad el castigo de los responsables. lo cual era suficiente la petición co-­

rrespondiente. 

Posteriormente, se instituye que los órganos jurisdiccionales oficiosamente cono­

cieran de los hechos sin necesidad de la instancia mencJonada. Finalmente el Es--

tada en representación del ofendido provoca la jurisdicción. y con el Jo, la apl i­

caci6n de la ley al caso concreto. C53 l 

Tomando en cuenta el fin y el objeto de la acción penal, la doctrina le atribuye 

un carActer público; como lo ejercita un órgano del Estado que es el ministerio -

público. por disponerlo as! nuestra Carta Magna en el articulo 21 que estable-­

ce: ºLa persecución de los delitos incumbre al ministerio público y a la polic1a 

judicial, la cual estara bajo la autoridad y rnando inmediato de aquél ... 11 

Para el autor Ptña y Palacios, la acción penal tiene periodos persecutorios y ac_!! 

satorios. El prtmero va hacer desde el acto de consignación hasta que se produce 

auto con el que queda cerrada la instrucción. 

Cuando el ministerio pGblico estima comprobados los elementos del delito, puede -

formular conclusiones acusatorios, por lo que la acción penal entra en un segundo 

periodo el acusatorio. 

62) Guillermo Colln sanchez. op.clt. p.207 
63)~ 
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El representante social como apelante, su acción tiene caracteristicas persecuto­

rias, dado que persigue la apl lcación de la ley a la cual estima se debió ajustar 

el juez. 

Por lo que se advierte que el ejercicio de la acción penal corresponde exclusiva­

mente al mlnlsterio públ leo; y cuando él no ejerce esa acción, no hay base para -

el procedimiento; al emitir la sentencia sin que tal acción se haya ejercido por 

el ministerio público importa una violación de las garantlas consagradas en el -­

articulo 21 constitucional. 

Por lo que dicho funcionario, para cumplir su cometido constitucional, al acudir 

a los tribunales en su fase persecutoria, debe consignar hechos que estima puni-­

bles, pudiendo, como es práctica usual, citar nombres y señalar delitos, y lo que 

le va ha corresponder al órgano jurisdiccional, clasificar el evento dentro del -

tipo legal correspondiente y determinar desde luego a quien o quienes se imputa -

la comisión del ictuosa, tipo legal y presunta responsable que serán mati?ria. 

Lo anterior se corrobora con la tesis número 23, visible a fojas 37, de la compi­

laci6n de 1917 a 1988, de la letra (A-CH), bajo el rubro: EJERCICIO DE LA ACCION 

PENAL. 11 El ejercicio de la acción penal se real iza cuando el ministerio público -

ocurre ante el juez y le solicita que se avoque al conocimiento del caso y la mar 

cha de esa acción pasa durante el proceso por tres etapas: 

Investigación, presecución y acusación. La primera tiene por objeto preparar el -

ejercicio de la accl6n que se fundarA en las pruebas obtenidas; en la persecuci6n 

haya ejercido de la acción ante Jos tribunales y es lo que constituye la instruc-
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c16n, y en la tercera, o sea la acusación, la exigencia puntiva se concreta y el 

ministerio público pueda ya establecer con precisión las penas que serán objeto -

de anc'.i.lisis judicial y, por lo mismo, esta etapa es la que constituye la esencia 

del juicio, ya que en ella pedirá en su caso la aplicación de las sanciones pri­

vativas de libertad y pecunarias, incluyendo en éstas la reparaci6n del daño, sea 

por concepto de indemnización o de restitución de la cosa obtenida por el delito 11 

g) Archivo (fundamento legal) 

El no ejercicio de la acción penal por parte de la institución del ministerio pú­

blico y por ello la no consignación de una averiguación previa ante el juez, - -

prigi~ el archivo de las constancias respectivas. Su fundamento legal, en lo que 

a la materia federal se refiere, se encuentra en el articulo 137 del código fede­

ral de procedimientos penales. Que establece: 

Art. 137.- El ministerio público no ejercitar~ la 

acción penal: 

1.- Cuando 1 a conducta o los hechos de que conoz­

can no sean constitutivos de delito, conforme a -

la descripción t!pica, contenida en la Ley Penal; 

11.- Cuando se acredite plenamente que el inculp~ 

do no tuvo participación en la conducta o en los 

hechos punibles, y sólo por lo que respecta a - -

aquél. 

111.- Cuando aun pudiendo ser delictivos la con-­

ducta o los hechos de que se trate, resulta impo­

sible la prueba de sus existencia por obstAculo -



material insuperable; 

IV.- Cuando la responsabilidad penal se halla 

extinguida legalm~nte, en los términos del Có­

digo Penal, y 

V.- Cuando las di 1 igencias practicadas se des­

prendan plenamente que el inculpado actuó en -

circunstancias que excluyen la responsabi 1 idad 

penal. 
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Para reglar dicho precepto la Procuraduria General de la República emitió el -

acuerdo ndmero 4/84, "SOBRE LA RESOLUCION OE NO EJERCICIO DE LA ACCION PENAL", P.!! 

bl icada en el Diario Oficial de la Federación, el dla 14 de mayo de 1984, que en 

su punto primero establece disposiciones que reprojucen las cinco fracciones del 

artrculo que se ha dejado transcrito, y agrega ademé.s una sexta que indica lo -­

siguiente: 

"El indiciado ya hubiere sido juzgado por la misma conducta o por los mismos he-­

chas". 

Manuel Rivera Silva, en su obra el Procedimiento penal, menciona que la facultad 

de "archivo" en una averiguación ha sido criticado porqui? ;:on ella el ministerio 

público se abroga atribuciones jurisdiccionales que son exclusivas de los tribu-­

nales. Pero sostiene a la vez que con independencia de esa crítica, y to:n:rndo en 

consideración un punto de vista pr~ctico seria incorrecto llevar a dichos tribu-­

nales de asuntos para que éstos hicieran la declaratoria de la no existencia de -

un delito. 
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. h) Reserva (fundamento J ega l) 

Existe otro caso diferente al mencionado en el punto anterior que provoca el no -

ejercicio de la acción penal pero no con efectos definitivos sino provisionales. 

su fundamento jurfdico esU en el articulo 131 del Código Federal de pro:edimien­

tos penales. que establece: 

Art. 131.- Si de las diligencias practicadas 

no resultan elementos bastantes para hacer -

la consignación a los tribunal~s y no apare­

ce que se puedan practicar otras. pero con -

p:Jsterioridad p:.Jedieran al legarse datos para 

proseguir la averiguació:i, se reservará el -

expediente hasta que aparezcan eso·; datos, y 

entre tanto se ordenarA a la policia que ha­

ga investigaciones tendientes a lograr el es 

clarecimiento de los hechos. 

En este caso la Procuraduría G:neral de la República, también ha expedido un - -­

acuerdo reglamentario que se identifica con el número 5/84, "SOBRE LA RESOLUC!ON 

DE RESERVA", que se publicó en la misma fecha que el de archivo, o se.1 el 14 de -

mayo de 1984. que dispone lo que a cont!nuación se transcribe: 

PRIMERO.- Cuando durante la .iveriguación previa 

el presunto responsable no esté identificado, o 

no se haya perfeccionado el requisito de proce­

dibilidad, o resulte imposible desah::>gar alguna 



prueba y las ya existentes no sean bastantes 

para justificar el ejercicio de la acción p~ 

nal o el no ejercicio 1e la misma, el agente 

del ministerio pübl ice federal actuar~ co110 

sigue: 

1.- ComunicarA al denunciante, querellante u 

ofendido, mediante oficio, el proyecto de r~ 

solución de reserva, solicittindole que apor­

te la mayor información que pueda proporcio­

nar; 

2.- En el supuesto de que el denunciante, -­

querellante u ofendido no aporte mayor info_!:. 

maci6n 1 o si habiéndola presentado no es su­

ficiente para continuar el trámite, porque 

subsista alguno de los supuestos arriba se-­

ñalados, girarti orden de investigación a la 

Polic!a Judicial Federal y dictarA el acue_!'. 

do de reserva, fundado y motivado¡ y 

3.- Turnarfl el expediente respectivo, para 

consulta a la Dirección General de Averi--­

guaciones Previas o, en su caso, acordará 

con el Delegado de Circuito que corresponda. 

SEGUNDO .- El Director General de Averigua­

ciones Previas, por s1 o a través de los -­

servidores públ ices que para tal efecto de-

49 



signe, resolvera lo que no proceda. 

Cuando la reserva n11 sea aprobada, el 

agente del ministerio públ leo federal de 

bera continuar la averiguación. conforme 

a las instrucciones que al efecto re:::.i-­

ba. 

TERCERO.- Si después de aprobada la re-­

serva si~ presenta la posibilidad de con­

tinuar la averiguación, el agente del m.!_ 

nisterio público federal de actuaciones 

recabarA el expediente y seguira el tra­

mite procedente. 
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Tales disposiciones se justifican en el hecho de que existen casos en los cuales 

hay imposibilidad material respecto a las diligencias practicadas para ejercitar 

la acción penal con éxito ante Jos tribunales; pero con posterioridad pueden re-­

cabarse mas elementos para integrar o perfeccionar debidamente la averiguación -­

previa. En el supuesto de QJe no se pudiera integrar asr 1 darra lugar que al pre~ 

cribir la acción penal por el transcurso del tiempo, el asunto pasara de reserva 

al archivo definitivo. 

4. Preparación del proceso 

Algunos autores lo definen como periodos y otros como etapas del procedimiento p~ 

nal¡ hasta hay no existe ninguna definición exacta. El código federal de procedi­

mientos penales establece en su articulo 1'-' los siguientes procedimientos: 
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- l. Averiguacion previa a la consignación a Jos tribunales que establece las dil i­

gencias legalmente necesarias para que el ministerio público pueda resolver si -

ejercita o no la acción penal. 

11. Preinstrucción, en que se realizan Jas activaciones para determinar los he--­

chos materia del proceso, la clasificación de éstos conforme al tipo penal apl iC! 

ble y la probable responsabilidad del inculpado o bien, en su caso la libertad de 

éste por falta de elementos para procesar. 

111. El de instrucción, que abarca las diligencias practicadas ante y por los tr..!_ 

bunales con el fin de averiguar y probar la existencia del delito, las circunsta~ 

cias en que hubiesen sido cometido y las pecul tares del inculpado, así como la -­

responsabilidad penal de éste. 

IV. El de instrucción durante el cual el ministerio público precisa su pretención 

y el procesado su defensa ante el tribunal y éste valorará las pruebas y pronun-­

cia sentencia definitiva. 

V. El de segunda instancia ante el tribunal de apelación, en que se efectúan las 

diligencias y actas tendientes a resolver los recursos. 

VI. El de ejecución que comprende desde el momento en que causa ejecutoria la se!! 

tencias de Jos tribunales hasta la extinción de las sanciones aplicadas. 

VII. Los relativos a inimputables. a menores y a quienes tienen el Mbito o la -­

necesidad de consumir estupefacientes o psicotrópicos. (G4 ) 

64) Código federal de procedimientos penales., PP.153.154 
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- El códlgo federal de procedimientos penales instruye un procedimiento de AVERIGU~ 

CION PREVIA, y luego agrega que los procedimientos de PREINSTRUCCION, INSTRUCCION 

Y JUICIO O DE PRIMERA INSTANCIA. AS! COMO LA SEGUNDA INSTANCIA ANTE EL TRIBUNAL -

DE APELAC!ON, constituye el PROCEDIMIENTO PENAL FEDERAL (articulo 4•). <55 l 

La preparación del ejercicio de la acción penal se real iza en la averiguación pr~ 

via, etapa procedimental en que el ministerio públ ice en ejercicio de sus funcio­

nes pr~ctica todas las diligencias necesarias que le permitan estar en aptitud de 

ejercitar la acción penal, debiendo integrar, para esos fines, el cuerpo del delj_ 

to y la presunta responsabilidad. 

La averiguación se inicia cuando el ministerio público tiene conocimiento de la -

comisión de un hecho del ictuoso o que reviste tal caracteristica y termina con la 

consignación. 

Es menester para la iniciación de esta fase, del cumplimiento de ciertos requisi­

tos legales los cuales son: la denuncia y querella. 

En la actualidad conforme lo señalado por el articulo 16 constitucional, sólo son 

aceptadas como instrucciones que permiten el conocimiento del del ita, la denuncia 

y la querella o acusación. 

Denuncia. Es la relación de actos que se suponen delictuosos, hecha ante la au-­

toridad investigadora con el fin de que éste tenga conocimiento de el los. 

-65) !bid •• p-155 
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Querella. Es la relación de hechos expuesta por el ofendido ante el órgano inves­

tigador con el deseo manifiesto de que se persiga al autor del del ita. 

La consignación es el acto procedimental a través del cual el ministerio público 

ejercita la acción penal, poniendo a disposición del juez las diligencias y el --

i11c:!iciado, iniciando asf el proceso penal judicial. 

Al ! levarse a cabo el ejercicio de la acción penal, hasta antes en preparación se 

inician los actos de persecución del del ita; de este modo, los actos de acusación 

dar~n margen a los actos de la defensa y los de la decisión. Quedar~ el indiciado 

a disposición del juez desde el momento en que el ministerio público ponga a dis­

posición en la prisión preventiva o en el centro de salud en que se encuentre, -­

(art!culo 134 del código federal de procedimientos penales).( 66 ) 

La preinstrucción se inicia con la consignación y concluye con el auto de formal 

prisión. sujeción a proceso o libertad por falta de elementos para procesar, se-­

gún el caso de que trate. 

Una vez efectuada la consignación, lo primero que hace el juez es dictar auto de 

radicación o de inicio, y este auto surte los siguientes efectos: 

PRIMERO. Fija la jurisdicción del juez, con esto se quiere indicar que el juez -­

tiene facultades y obligaciones y poder decir el derecho en todas las cuestiones 

que se plantean, relacionadas con el asunto en el cual dicto el auto de radica--­

ción. 

66) !bid., P. 187 
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SEGUNDO. Vincula a las partes a un órgano jurisdiccional. Con esto se indica que 

a partir del auto de radicación el ministerio público tiene que actuar, no siendo 

posible promover diligencias ante otro tribunal (respecto de este mismo asunto). 

Por otra parte, el inculpado y el defensor se encuentran sujetos también a un - -

juez determinado ante el cual deber~n real izar todas las gestiones que estimen -­

pertinentes. 

TERCERO. Sujeto a los terceros a un 6rgano jurisdiccional fincando un asunto en -

determinado tribunal, los terceros, también est~n obligados a concurrir a él; y, 

CUARTO. Abre el periodo de prelnstrucci6n el auto de radicación señala Ja !niela-

ción de un perlado m~ximo de setenta y dos horas, que tienen por objeto el fijar 

una base segura para la iniciación de un proceso, es decir, establece la certeza­

de Ja existencia de un delito y Ja posible responsabilidad de un sujeto. 

a) Concepto de proceso 

Fernando Arilla Bas lo define como el perlodo de procedimientos, que se inicia -­

con el auto de formal prisión. (G7) 

Juan José Gonzalez Bustamante lo define de la siguiente manera: "proceso es una -

expresión genérica suele darse este nombre al instante din6mico de cualquier fen~ 

meno. Se habla del proceso qulmlco, del proceso flsico, del proceso· patológico, -

etc. En el orden jur!dico, proceso es el desarrollo de las tres funciones del Es­

tado. Es el conjunto de actividades que son indispensables para el funcionamiento 

67)Fernando Arilla Bas. op.cit., P.3 



55 

- de las jurisdicciones. Esta definición lo mismo podrla aplicarse al proceso penal 

que a cualquier otro proceso, porque la jurisdicción es un atributo del Estado.<68) 

Y, por su parte, Guillermo Col!n S~nchez lo define: "el término proceso deriva de 

~. cuya traducción es caminar adelante; en consecuencia primeramente, prE_ 

ceso y procedimiento son formas o derivados de proceder o caminar adelante. 

"En una acepción, el procedimiento puede señalar o ser la forma, el método cuya -

aplicación al objeto, depender~ la mutación de un estado a otro (proceso)"( 69 ) 

En conclusión, de los anteriores conceptos vertidos el que nos parece mAs compl~ 

to es el del tratadista Juan José Gonz~lez Bustamante, contener el mayor grado de 

los elementos constitutivos de todo proceso. 

b) Naturaleza jurldica del proceso 

Para entender el origen o justificación jurldlca del proceso se han elaborado al­

gunas teorias, entre las que se encuentra, en principio, la CIVILISTA, que entie_!! 

de el proceso como una convención entre el actor y el demandado; dicha tesis no -

es aceptada en la actualidad por su enfoque predominante civilista y se le ha im­

pugnado por que, entre otras cuestiones, la voluntad de las partes no puede dete.!:. 

minar al proceso, y la jurisdicción no es una actividad privada sino pública. 

La corriente anterior ha sido superada por otra conocida como "teoría de la rela­

ción juridica 11 iniciada por Hegel y seguida por otros, como Chiovenda. Dicha te-­

sis parte de que esa relación determina la actividad de las partes y del juez, r! 

68) Juan José Gonzélez 8ustamante. op.cit., p_ 136 
69) Ibid, ,PP.48.49. 
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guiada por el ordenamiento jurldico, presuponiendo en todo momento el cumpl imlen­

to de presupuestos procesales y se sucede entre todos los que intervienen en el -

proceso, creando derechos y obligaciones para cada uno de ellos, quienes tienen -

un fin común; la actuación de la ley. 

Goldschmidt, autor de la teoria de la situación juridica ataca el criterio ante-­

rior principalmente porque: 

l. Los presupuestos procesales no son condiciones para una relación juridica en -

su existencia, sino para una sentencia de fondo; 

11. No puede hablarse en el proceso de derechos y obligaciones de las partes sino 

de cargas procesales~ y 

III. El deber del juez de decidir la controversia no es de caracter procesal sino 

constitucional. 

Calamandrei le replica diciendo que en toda situación jurtdica se supone una rela 

ci6n jur!dica. (7o) 

Por su parte, Guillermo Colln Sé.nchez, autor mexicano, comparte la tesis de lar~ 

lación jurldica y cita a Florian quien considera formalmente al proceso como 11 una 

relación jurtdica que se desarrollo progresivamente entre varias personas ligadas 

por vinculas jurldicosº. 

El propio Colfn Sé.nchez. sostiene que en nuestra legislación mexicana tal teorfa 

70) Apud., Guillermo Col!n Sénchez, p
0

53 
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tiene plena vigencia y que "el proceso es una relación jurfdica procesal pública 

y se 1 leva a cabo progresivamente ante el órgano jurisdiccional y los ciernas suj~ 

tos intervinientes, quienes esttin !ntimamente ligados por un vtnculo o nexo juri­

dico, de tal manera que, los actos de unos originan a su vez, los actos de otros, 

pero siempre regidos en todo por una ley. (71 l 

En el orden practico dicha relación se iniciar(a con el ejercicio de la acción 

penal por parte del ministerio público al consignar ante el juez, lo que dada lJ:!. 

gar a iniciar un proceso en contra del indiciado; e incluso, a la participación -

de otros elementos como el defensor, y algunos secundarios como: peritos, testi-­

gos, policias, etc. Entre otras palabras, según el tratadista mexicano, en cuanto 

11 el ministerio público provoca la jurisdicción queda vinculado juridicamente con 

el órgano que la ejerce y éste con aquél. De igual manera esto se da en forma r!!_ 

ctproca entre el ministerio públ ice y el procesado y también entre este último y 

el órgano jurisdiccional. cuando esta vinculación juridica esHi integrada, puede 

afirmarse que estamos ante un proceso ••• 11 

Por último, dentro de esa relación juridica podemos afirmar que los actos de acu­

sación corresponden al ministerio público; los de defensa al procesado; y los de 

decisión al juez. Por lo que el acto de acusación es procedente de un acto de de­

fensa y éste. a su vez, de un acto de decisión, y asr sucesivamente. De tal modo 

que si alguno de los elementos que conforman esta triologta faltan no habra" proc~ 

so. 

c) Declaración preparatoria 

La declaración preparatoria es el acto a través del cual comparece el procesado -

71) !bid., PP. 54 ;53. 
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_ante el órgano jurisdiccional, con el objeto de hacerle conocer el hecho punible 

por el que el ministerio público ejercitó la acción penal en su contra, para. que 

pueda llevar a cabo sus actos de defensa y el juez resuelva la situación juridica 

dentro del término concedido al efecto. 

La declaración se recibirc!i en el local al que tenga acceso el público, sin que -­

puedan estar presentes los testigos que deban ser examinados con relación a los -

hechos que se averiguen, asf lo establece el código federal de procedimientos pe­

nales en su articulo 153. 

Ahora bien, gozarA por los generales del inculpado; se le harA saber el derecho -

que tiene para defenderse por sf o por persona de su confianza advirtiéndole que 

si no lo hiciere, el juez le nombrarA un defensor de oficio; se le darA a conocer 

la garantía que le otorga la fracción l del articulo 20 constitucional y, en su 

caso, el derecho y forma de solicitar su libertad bajo protesta. (art. 154); est!! 

ré.n presentes, el secretario, inculpado, agente del ministerio público, el d12fe_'.! 

sor particular o el defensor de oficio. 

Después de la declaración preparatoria existe otra obligación fundamental del ór­

gano jurisdiccional, es el de resolver dentro del término que señala el artículo 

161 del Códlgo.FEderal de procedimientos penales, la situación jurídica que debe­

ré. prevalecer o en otras palabras, si existe o no base para iniciar el proceso. -

Por lo que, se debe dictar auto de formal prisión, sujeción a proceso, u otra re­

solución llamada libertad por falta de elementos para procesar. 

Esta debe de realizarse en el término de cuarenta y ocho horas siguientes de su -

consignación de la justicia. 
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_ d) Auto de término articulo 19 constitucional 

Todo auto de formal prisión contendrá, indispensablemente requisitos medulares y 

formales. Los primeros están previstos en el articulo 19 constitucional: a) Que -

esté comprobado el cuerpo del delito; b) Que se tengan datos suficientes sobre la 

probable responsabilidad del procesado, o bien que exista presunción. En cambio -

el cuerpo del del ita siempre debe comprobarse plenamente. 

El Código federal de procedimientos penales establece que el auto de formal pri-­

sión se dictará cuando de lo actuado aparezcan los siguientes requisitos: 

11 1. Que se haya tomado declaración preparatoria del inculpado, en la forma y con 

los requisitos que para esos fines señala la ley. 

I L Que esté comprobado el cuerpo del delito que tenga seña 1 ada sane ión privativa 

de libertad. 

111. Que en relación con la fracción anterior, esté demostrada la presunta respo.!!. 

sabi 1 idad de 1 ibertad del acusado; y 

IV. Que no esté plenamente comprobada a favor del inculpado, alguna circunstancia 

exime de responsabilidad, o que extinga la acción penal. •• " (articulo 161) 

Ahora bien, la instrucción es la etapa procedimental en donde se llevar~n a cabo 

actos procesales encaminados a la comprobación de los elementos del delito y al 

conocimiento de la responsabilidad o inocencia del supuesto sujeto activo; el ór­

gano jurisdiccional, a través de la prueba conocer~ la verdad histórica y person~ 
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- lidad del procesado, para estar en aptitud de resolver, en su oportunidad, la si-

tuaci6n jur!dica planteada. 

Institución desde el punto de vista gramatical significa impartir conocimientos. 

En el aspecto juridico, alude a que sean dirigidos al juzgar. independientemente 

de que éste tome iniciativa para investigar lo que, a su juicio, no sea suficien­

temente claro para producirle una auténtica convicción. 

El Código federal de procedimientos penales, considera que la instrucción princi­

pia con el auto de formal prisión. resolución judicial que abre una primera etapa 

misma que termina con la resolución que considera agotada la instrucción y que da 

lugar a que las partes promuevan las pruebas que estimen pertinentes y que puedan 

practicarse dentro de los quince dias siguientes al en que se notifiquen del auto 

que recaiga a la solicitud de la prueba. Según las circunstancias que aprecie el 

juez en la instancia, podr~ ampliar el plazo de desahogo de pruebas por diez dfas 

más. 

En otras palabras, la instrucción quedari1 reducida a una etapa o dos, dejando a -

voluntad de las partes que pueda darse la segunda, puesto que pueden renunciar a 

los plazos que indica el articulo 150 del Código federal de procedimientos pena-­

les. (7Z) 

El proceso se pone a Ja vista de las partes por el término de diez dfas comunes -

para ofrecer pruebas; y el perlado de recepción es de quince dfas, término que -­

correctamente interpreta nuestra ley, principiando a correr una vez que se ha ex­

tinguido el tiempo de ofrecimiento de pruebas. La 1 imitación del tiempo obedece a 

72) Código federal de procedimientos penales., PP.193. 194 
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- que no se quiere que, con el pretexto de desahogar pruebas pendientes, la instru~ 

ción se retrase mAs de lo necesario. 

Después de desahogadas las pruebas o transcurrido el ofrecimiento sin que las pa.!: 

tes lo hayan hecho o expresamente hayan renunciado a ese periodo, asi como haber­

se celebrado los careos procesales o constitucionales, si los hubiere, se dicta -

el auto que declara cerrada la instrucción, el cual es llamado 11 auto de conclusi.Q_ 

nes 11
• La resolución citada surte el efecto de declarar cerrado el segundo periodo 

de la instrucción y en consecuencia dar por terminada la instrucción. 

Una vez 1 levadas a cabo las pruebas promovidas por las partes y practicadas las -

di 1 igencias necesarias para el conocimiento de la conducto o hecho y del probable 

autor. dicta una resolución judicial. 

e) Juicio 

El juicio se refiere a la capacidad o al hecho de dicernir lo bueno y lo malo, lo 

verdadero de los falso, lo legal de lo ilegal. que es la tarea realizada por el -

juez en la sentencia. 

El Código federal de procedimientos penales, al referirse al procedimiento de ju.!_ 

cio, indica: 11durante el cual el ministerio público precisa su acusación y el ac_!! 

sado su defensa ante el tribunal, y éste valora las pruebas y pronuncia sentencia 

definitiva. 

Articulo 1•, fracción IV. 
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_Para llevar a cabo la audie!ncia final de primera instancia, y luego la senten-·­

cia, o bien para decretar el sobreseimiento de la causa, las 11 partes 11
, previamen­

te ejecutarán los actos procedimentales llamados conclusiones. 

Las conclusiones gramaticalmente proceden del verbo concluir, o sea, ! legar a de­

terminado resultado o resolución; por eso, desde el punto de vista jur[dico, las 

conclusiones son actos procedimentales real 1 zados por el ministerio público, 

después por la defensa, con el objeto, en unos casos, de fijar las bases sobre 

las cuales versará el debate de la audiencia final, y en otros, para Que el mini~ 

terio público fundamente su pedimento. 

Las conclusiones son actos procedimentales, porque entrañan actividad del minist! 

ria público y de la defensa en momentos distintos, aunque sucesivos y dependien-­

tes. Si se asevera que se lleven a cabo por las 11 partes 11
, los indicadas para for­

mularlas son el ministerio público y la defensa, mas en función de las facultades 

tan amplias concedidas a ésta, queda incluido también el procesado, quien direct!!_ 

mente puede hacer pues si tiene derecho a defenderse por sf mismo, obviamente. -­

sus conclusiones implican actos de defensa. 

Los fines espectficos del procesada final. operan fehacientemente para el minist! 

rio público y para la defensa al formular sus respectivas conclusiones; en donde 

al fijar sus posiciones judiciales basan su pedimento en las actuaciones procedi­

mentales de averiguación previa a instrucción a través de los cuales se ha prete!!. 

di do real izar los fines especfficos del proceso penal; en otras condiciones, car! 

cer!a de apoyo Ja acusación concreta del ministerio públ ice y Ja justificación -­

del porque solicita Ja penalidad del procesado. 
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El código federal de procedimientos penales, en su articulo 291 p~rrafo primero, 

indica 11 cerrada la instrucción se mandara poner la causa a la vista del ministe-­

rio pObl ico por diez días, para que formule conclusiones por escrito. Si el expe­

diente excediera de doscientas fojas, por cada cien de exceso o fracción se aume_!! 

tarli un d1a al plazo señalado, sin que nunca sea mayor de treinta dfas hc!ibiles 11
• 

Y por su parte el articulo 296 del mismo ordenamiento jurfdico dice: ºLas conclu­

siones acusatorias, ya sea fonnuladas por el agente o por el procurador, en su e~ 

so, se haran conocer al acusado y a su defensor dándoles vista de todo el proceso 

a fin de que en un término Igual al que para el ministerio público señala al art_L 

culo 291, contesten el escrito de acusación y formulen, a su vez, las conclusio-­

nes que crean procedentes 11
• 

El articulo 305 del citado código establece: "El mismo dlan en que el inculpado o 

su defensor presentaron sus conclusiones o en el momento en que se haga la decla­

ración a que se refiere el articulo 297, se citaré a la audiencia de vista que d! 

bera efectuarse dentro de los cinco dfas siguientes: La citación para esa audien­

cia produce los efectos de citación para sentenciaº. 

g) Audiencia de vista 

La audiencia de vista es la diligencia efectuada entre !os sujetos de la relación 

jurfdica, para que las partes produzcan verbalmente sus conclusiones, lo cual pe.!: 

mltiera al órgano jurisdiccional, a través del juicio propiamente dicho y aten--­

dlendo a los fines especlflcos del proceso penal ;definir la pretensión punitiva.­

En cuanto a su forma de celebración,esta sujeta a los lineamientos generales,a -­

que se refiere el código federal de procedimientos penales;celebrada "la vista 11 ,se 
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declarara visto el proceso y el juez dictara sentencia dentro del término legal. 

h) Sentencia 

Inicia una vez que ha terminado el periodo de audiencia es decir, desde el momen­

to en que se declara visto el proceso, y termina con la pronunciación de la sen-­

tencia. La finalidad de este periodo estriba en que el órgano jurisdiccional, va­

lorando las pruebas existentes, declara el derecho al caso concreto. 

La sentencia es el momento culminante de la actividad jurisdiccional. As1 tenemos 

que las sentencias pueden ser condenatorias y absolutorias, interlocutorias y de­

finitivas. 

a) Sentencia interlocutoria. Es aquella que pronuncia el trib!Jnal en el curso de 

un proceso, para decidir cualquier cuestión de carActer incidental. 

b) Sentencia definitiva. Resuelve integralmente las cuestiones principal y acces.2_ 

ria, condenando o absolviendo al acusado. La condenación es procedente, cuando -­

la existencia del delito y la responsabilidad penal se encuentran plenamente com­

probadas, y la sentencia absolutoria, es cuando las pruebas que se integran no 

sean suficientes para comprobar el delito y por tanto la responsabilidad penal 

del acusado; esta sentencia se da en los siguientes casos: 

l. Cuando hay plenitud probatoria de que el hecho no es delictuoso; 

IJ. Cuando hay plenitud probatoria de que al sujeto no se puede imputar el hecho; 

IJI. Cuando no se comprueba la responsabilidad del inculpado; 
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_IV. Cuando exista una causa excluyente de incriminación; 

V. Cuando falta la comprobación de un elemento constitutivo del cuerpo del del ita 

o pruebas suficientes que acrediten la responsabi 1 idad; 

Vista la sentencia en su contenido, constituye una síntesis de hechos que deberán 

ser concordantes. 

La sentencia debe contener: a) La fecha y el lugar en que se pronuncia; b) Los -­

nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre si lo tuviere; el lugar de su na­

cimiento, su edad, su estado civil, su residencia o domicilio y su profesión; 

e) Un extracto breve de los tlechos exclusivamente conduncentes a los puntos reso­

lutivos de la sentencia, y d) La condenación o absolución correspondientes. 

Las condiciones de fondo van hacer las motivaciones legales que constituyen la -­

m~dula del fallo. 

Es importante expresar los razonamientos y fundamentos que haya tomado en cuenta 

el tribunal juzgador para el valor jur!dico de la prueba. 

El estudio de los diferentes procedimientos que constituyen el proceso penal fed~ 

ral mexicano, sin hacer mención al procedimiento que se refiere la fracción V, -­

del articulo primero del Código federal del procedimientos penales, que también -

constituye el procesado mencionado, puesto que el objetivo fue explicar el proce­

dimiento penal en su primera instancia, ya que para la narración de la segunda -­

instancia y los efectos que produce, se requiere de un estudio más amplio y CO_!! 

gruente para su aneil is is. 
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Ahora bien, nuestro procedimiento tiene una estructura lógica basada en lo si---­

guiente: una vez que se tienen conocimiento de un hecho que puede ser del ictuoso, 

lo primero que procede es que la autoridad investigadora averigüe y reúna los el~ 

mentas que son necesarios para poder acudir al órgano jurisdiccional en solicitud 

de aplicación de la ley al asunto concreto. El ejercicio de la acción penal es un 

conjunto de actividades realizadas por el ministerio público ante un órgano juri~ 

diccional, con la final idud de que éste, a la postre, pueda declarar el derecho -

de un acto que el propio ministerio público estima delictuoso. Una vez que el - -

agente del ministerio públ ice real iza la consignación, que es el acto procedimen­

tal, a través del cual la mencionada autoridad ejercita la acción penal, poniendo 

a disposición del juez las diligencias y al indiciado, se inicia ast el proceso -

penal judicial. QuedarA el inculpado a disposición de! juez desde el momento en -

que el ministerio público lo ponga a su disposición en la prisión preventiva o en 

el Centro de Salud en que se encuentre. 

Como anteriormente ya se diJo, a partir del auto de radicación nacen determinados 

deberes para el órgano jurisdiccional, entre éstos salta como primero la obliga-­

ción de tomar la declaración preparatoria. 

El órgano jurisdiccional a quien le han sido consignados los hechos, busca si en 

el caso de su atención, puede haber elementos que justifiquen el proceso, es de-­

cir, si puede comprobarse la existencia de un del ita y si hay datos que haga pos l. 

ble la responsabilidad de un sujeto. Sin estos elementos, el órgano jur!sd!ccio-­

nal no tiene por que continJar ocup~ndose del asunto, y en el presente caso se -­

dicatara el auto de libertad. Ahora bien, si el órgano jurisdiccional encuentra 

que hay base para el proceso, Inicia éste y después de que las partes los medios 

probatorios que estimen pertinentes para la ilustración del órgano jurisdiccional 
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y fijan su parecer tomando en cuenta dicha probanza, se aplica el derecho. Por lo 

antes expuesto, se llega a la conclusión de que; primero la autoridad investigadE 

ra reune los ele:nentos necesarios para acudir al 6rgano jurisdiccional; segundo, 

en que la autoridad judicial, antes de abrir el proceso, busca la base del mismo, 

mediante la comprobación del cuerpo del delito y la posible responsabilidad, y -­

tercero, en que habiendo base para un proceso, se abre éste y las partes aportan 

los medios probatorios fijando sus posiciones tomando en cuenta esos medios prob!!_ 

torios el juez resuelve. 



CAPITULO 111 

CONFESION JUDICIAL 
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La confesión en materia penal es una de las pruebas m~s transcedentes dentro del 

proceso respectivo, por lo que para una comprensión de este estudio comenzaremos 

por definir el concepto de prueba. como el género, y posteriormente nos so:netere­

mos a referirnos al punto medular de este tema que es la confesión judicial, como 

la especie. 

Etimológicamente, la palabra prueba viene de probandum, que significa patentizar, 

dar fe con honradez, porque se piensa que toda persona, al probar algo, se condu-

ce co11 honradez. 

En materia penal, la prueba es todo medio factible de ser utilizado para obtener 

el conocimiento de la verdad histórica y personalidad del delincuente, para de -­

esa manera estar en aptitud de definir la pretensión punitiva del Estado. 

1. Concepto 

Empezaremos por definir que es la confesión en materia penal. Pues bien, es una -

prueba que anteriormente era importante y considerada la reina de las pruebas; a.!. 

gunos autores definen la confesión de la siguiente manera: 

Guillermo Colln Sánchez, dice "la confesión es un medio de prueba a través del -­

cual un indiciado o procesado manifiesta haber tomado parte, en alguna forma, en 

los hechos motivos de la investigaci6n 11
• <73 > 

73) Guillermo Col!n S~nchez, op.cit., P,308 
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Para Sergio Garcia Ramirez 1 
11 la confesión es la relación de hechos propios, por -

medio de la cual el inculpado reconoce su participacl6n en el delito".< 74 > 

Manuel Rivera Silva apunta "la confesión es el reconocimiento Que hace el reo de 

su propia culpabilidad".(75) 

Y por último en la reforma al C6digo federal de procedimientos penales nos dice: 

que la confesión es la declaración voluntaria hecha por persona no menor de die-­

ciocho años, en pleno uso de sus facultades mentales. rendida ante el ministerio 

público, el juez o tribunal de la causa, sobre hechos propios constitutivos del -

tipo delictivo materia de la imputación, emitida con las formalidades señaladas -

por el articulo 20 de la Constituci6n Pal ltica de los Estados Unidos Mexicanos: -

s:'! admitir~ en cualquier estado del procedimiento, hasta antes de dictar senten-­

cla irrevocable". (art. 207) 

De todo lo anterior se concluye que la confesión es el reconocimiento de respons2_ 

bilidad que hace el inculpado de hecho illcito ante la autoridad ju<1icial, adem~s 

de que debe reunir los requisitos que establece el articulo 20 constitucional. 

Sin embargo, para una mayor comprensión del concepto de confesión resulta conve-­

niente hacer referencia a algunos antecedentes históricos: 

La confesión, durante muchos años fue considerada como la regina probatium, espe­

cialmente en el derecho intermedio. En los primeros tiempos del proceso penal ro­

mano, no era suficiente prueba para condenar al acusado; no obstante, los histo-­

riadores del derecho señalan que aunque asi fue proclamado, en la practicrl ocu--­

rrta todo lo contrario. 

74) Sergio Garcla Ram!rez, op.Íit., pp 331 y 332. 
75) Manuel Rivera Silva,~· p 211 
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Durante et imperio romana.adquirió una importancia ma:/or, y co:no la confesión era 

suficiente para condenar al inculpado, se introdujeron los tormentos para obtene!. 

la. 

En el medievo, el derecho canónico la consideró no sólo como prueba idónea para -

la condena, sino también un deber cristiano, útil para descargar su conciencia y 

alcanzar la indulgencia divina. El tormento fue autorizado por la ley, aunque con 

excepciones para determinadas personalidades, por ejemplo, los sacerdotes. 

En el viejo derecho español, la confesión fue prueba fundamental para aplicar la 

condena. Se utilizó el tormento para obtenerla. 

Antecedentes históricos en el derecho mexicano 

En la época antigua, es decir, en la prehispA11ica, no existió un derecho 11pltca-­

ble indistintamente para todos los pobladore:i de México, en virtud de que estaban 

constituidos en diversas agrupaciones, con diversos si ;temas de gobierno; sin em­

bargo, las normas juridtcas contentan ciertas semejanzas. 

Asl en materia de pruebas en el derecho azteca existtan el testimonio, la confe-­

sión, los indicios, los careos y la documental, pero se afirma que en materia pe­

nal ten tan primacía la testim:mial. Se permit[a la apl icaci6n del tormento para -

obtener la confesión solamente en casos como el adulterio o cuando existtan vehe­

mentes sospechosos de que se habla cometido algún otro delito. 

En el derecho maya es posible que hubiese ya existido la confesión como prueba, -

en virtud de que algunos historiadores la mencionan, refiriéndose a los casos de 
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de pel igr..:i da muerte: confesaban su pecado, y en otras excepciones el los confesa­

ban sus flaquezas, con los que se indica que ten(an conocimiento del valor de la 

confesión, que posiblemente hubieron de utilizar en los procesos judiciales. 

Durante la época colonial, con la aplicaci6n de las leyes españolas, el procedi-­

miento penal se caracteriza por una absoluta falta de garantta para el inculpado. 

Existen las prisiones prolongadas, la aplicación de los tormentos, las marcas, -­

los azotes, las torturas, pai~a arrancar las confesiones. 

2. Naturaleza jurldica de Ja confesi6n 

Los conceptas que dan tos diversos autores respecto de la confesión son simi la--­

res, sin embargo cuando se trata de explicar su naturaleza juridica sus opiniones 

son diversas a continuación veremos por que: 

Ji~z Asenjo, dice 11es el testimJnio humano singular y privilegiado 11
• 

Jermlas Bentham apunta "que la c11nfesi6n es una forma de testimonioº. 

Para Manzini 11es un indicio 11 y en igual forma piensa Mitter maier, él establece -

"la confesión no es para el juez m~s que un medio de formarse la convicción".1 75 > 

De lo anterior, se advierte que existen diversos conceptos ac~rca de la naturale­

za jur!dica de la confesión; por lo que pa•·a mi el concepto más aceptable es el -

de D!az de León; pues Ja confesión es un medio de prueba y ésta debe ser valorada 

con otros elementos probatorios, ya que en algunas ocasi 1nes no resuJta suficien-

76) Apud. Gui J Jermo Col fn Sánchez, op.cit., pp.309 y 310 
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te que una persona confiese que ha cometido un delito, aunque existen sus excep-­

ciones donde la confesión hace prueba plena. 

3. Clasificaci6n 

La confesión ha sido clasificada en: judicial, extrajudicial; expresa, ficta: pu­

ra o simple~ calificada; provocada. 

a) Judicial y extrajudicial 

La primera es aquella que se rinde ante los órganos jurisdiccio:iales, o bien ante 

el funcionario de la poi icla judicial que practique la averiguaci6n previa. El C~ 

digo fe:!eral de procedimientos pena'es establece que la confesión será rendida an 

te el ministerio pQbl ico. el juez o tribunales de la causa. (art. 207) 

Ahora con las reformas al Código precitado, establece en su articulo 127 bis. 

Toda persona que haya 11e rendir declaración 

en los casos de los articulas 124 y 125, te.!:'_ 

dra derecho a hacerlo asistido por un aboga­

do nombrado por él. El abogado podrá impug-­

nar las preguntas que se hagan al declarante 

si éstas son inconducentes o contra derecho. 

Pero nJ puede producir las resp11es tas de su 

asi >ti do. 

Anteriormente la primera d•?Claración se hacta sin la presencia del abo;iado, por 
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tanto, la persona se encontraba imposibi 1 itada para poder defenderse, pues muchas 

veces ni siguiera se lo permittan. Por lo que esta reforma ha beneficiado a las -

personas. en ese aspecto de que ahora tendr~n a un abogado para la primera decla­

rac!On. 

Por lo que respecta a la confesión extrajudicial, ésta se rinde ante funcionarios 

distintos al ministerio públ leo y a los tribunales aunque no existe ningún preceJ!. 

to en el cOd!go de la materia que establezca lo que es la confesiOn extrajudi---­

cial. 

Para que esta confesión pueda tener validez ante el órgano jurisdiccional debe -­

ser ratificada, de no ser asi carecerla de validez ya que fue rendida ante autor_!. 

dad que no est~ facultada para recibirla como la ley !o indica. 

Al respecto resulta aplicable la tesis que aparece a fojas 815 de la compilación 

de 1917 - 1988, bajo el rubro: "COllFESION ANTE AUTORIDAD INCOMPETENTE, VALIDEZ -

DE LA. No tiene importancia la aseveración en el sentido de que las ratificacio-­

nes de actos nulos no pueden producir efectos legales, pues la tesis puede operar 

dentro del ámbito del derecho civil, mas no en el del Penal 1 que es realista y en 

donde la búsqueda de la verdad tiene fundamentos diversos, por lo que si se de-­

clara ante una autoridad carente de derecho para recibir declaraciones. es incue~ 

tionable que la misma carece de validez, pero si tal declaración es ratificadaª!!. 

te autoridad competente, tiene eficacia jurldica, sin que esto implique que a la 

diligencia hecha ante la incompetente se le de vida juridica, pues sigue siendo -

tan ineficaz como antes, pero el reconocimiento de los hechos que contiene.ante -

la autoridad capacitada eficaces, surgiendo as! la jurisprudencia número 73 de la 

última compilación, que dice "La confesión recibida por un organismo no faculta--
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do por la ley para practicar diligencias de averiguación penal previa, se conv!'.ilJ. 

da y adquiere el valor jurídico de prueba confesional, si el inculpado la ratifi­

ca 1 ibremente ante los funcionarios del ministerio Públ ice encargado constitucio­

nalmente de la investigación y persecución de los delitos 11
• 

b) Expresa 

Esta declaración también se hace ante el representante social aceptando el sujeto 

únicamente que él cometió un del ita, por lo cual carece de validez ya que no es -

suficiente en que la persona acepte tal del ita, sino que es necesario que se reu­

nan todos los elementos que se señalan en el artfculo 19 constitucional que hagan 

probable la responsabilidad de la persona y la comprobación del cuerpo del deli-­

to. 

Si el inculpado, omitierá manifestar algunos datos que sean importantes ante el -

órgano jurisdiccional, la confesión oo será cre1ble y por tanto no producirá efectos 

probatorios; por eso es que esta confesión no es suficiente para declarar a una -

persona culpable de un delito, sino que se necesita de otros elementos para la -­

comprobad 6n de 1 i 1 ! e i to. 

e) Ficta 

La confesión ficta es reconocida en otros procedimientos como en laboral, civil, 

etc., pero no en el proceso penal. Se le llama ficta, porque tiene un carácter -

esencialmente formal que no se aviene al fin que se persigue en la materia que -­

estudiamos, de llegar a la adquisición de la verdad histórica. En virtud de que -

en aquellos procedimientos, aun con la ausencia del demandado, puede tenérsele --
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_por confeso de los hechos que se le imputan; pero en materia penal es indispensa­

ble para que se origien la confesión, la comparecencia personal directa del incu..!_ 

pado, sin él no existe la prueba en estudio. 

d} Pura o simple 

Esta va a consistir en la aceptación que hace el confesante llanamente de haber -

participado, de alguna manera, en la comisión de los hechos. 

e} Calificada 

La confesión tiene el caracter de calificada, cuando el inculpado confiesa haber 

cometido el del ita, pero procura ponerse a cubierto alegando alguna causa eximen­

te de responsabilidad, es decir acepta en cierta forma el delito, pero tratante -

de justificarse. 

Ahora bien si existen elementos que afecten la verosimilitud de la confesión calJ.. 

ficada, el acusado debe mencionar las circunstancias excluyentes o las modifica-­

tivas atenuantes que al emitir las introdujo en su favor. 

Por tanto, debe entenderse a Ja confesión calificada como aquélla en que el que -

confiesa acepta el hecho en general, pero haciendo intervenir la circunstancia en 

cuya virtud se vea libre de la pena señalada por la ley, o por lo menos merezca -

una atenuada; por lo que si al tratar de eximirse de responsabilidad delictiva el 

acusado, acepta plenamente haber sido autor del del ita, se está en presencia de -

una confesión calificada. 
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Ya que no basta que alguien afirme que ha cometido un delito de homicidio pero -­

que fue en legitima defensa, esto no es suficiente; pues le corresponde al minis­

terio públ ice y al juez, confirmar con otros elementos probatorios la declaración 

del confesante. 

e) Provocada 

Dentro de los requisitos que la ley señala a la confesión para que se le pueda -

conceder valor probatorio, se encuentra el de que ésta se haga sin coacción ni 

violencia. La coacción se traduce en la fuerza o violencia que se ejerce sobre 

una persona para obligarla a decir o ejecutar algo. De esta manera, la coacción -

o violencia priva a la confesión de su esencia, el reconocimiento de la culpabi l.!_ 

dad. 

La confesión es afectada por medios coactivos y violentos que se emplean ante el 

ministerio público y la pal ic1a judicial, que son los encargados de la investiga­

ción y persecución de los delitos en fase de la averiguación previa. Pues son au­

toridades que tienen la facultad para desempeñar sus funciones, pero abusando de 

su puesto cometen actos arbitrarios, contrarios a la ley, como lo son la intimi-­

dación, amenazas. golpes, aplicación de las torturas y los tormentos. Y ante ta-­

les circunstancias, el detenido no tiene m~s remedio que confesar su culpabilidad 

en el del Ita que se le atribuye. 

Sin embargo, y no obstante de lo arbitrario, lo inhumano de los actos en que in-­

curren dichas autoridades, se pretende que sean consideradas como una institución 

digna de fe. 
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Ello tendra una base legal, pero en la practica resulta todo lo contrario, aon -­

con las reformas actuales. 

Ahora bien, respecto a esta confesión existen las tesis relacionadas, de la comp..!_ 

laclOn de 1917-1988, que son visibles a fojas 818 y 819, la primera bajo el ru-­

bro: "CONFESION COACCIONAOA. Si se toma en consideración que las primeras declar2_ 

cienes tienen ordinariamente mayor valor convictivo, por producirse en ausencia -

de presiones externas que influenciando el animo del declarante lo induzcan a --­

forecer una versión falaz de los acontecimientos, carecen de eficacia las poste-­

rieres que las contradigan o se aparten de el las, si no esta.o apoyadas por elemen­

tos de mayor valor probatorio que las robustecen las originales. Asi. siendo el -

caso, el inculpado fue trasladado, después de declarar ante el ministerio público 

y negar categóricamente los hechos, a las oficinas de la pol ida judicial, en do.!! 

de a altas horas de la noche confesó haber cometido los hechos del ictuosos que le 

atribuyen, ello hace fundadamente presumir que su confesión fue obtenida bajo la 

influencia de coacción fisica y moral sobre su voluntad. presunción que se robus­

tece con la fe del propio ministerio público de las lesiones que presentó con pe~ 

terioridad a dicha confesión y respecto de las cuales se anexó el certificado mé­

dico correspondiente, lo que permite concluir que la aludida confesión no es efJ.. 

caz para establecer la culpabilidad del acusado". v la segunda tesis se encuentra 

bajo el siguiente rubro: "CONFESION, COACCION MORAL EN EL RENDIMIENTO OE LA CON-­

SIGNACION MUY POSTERIOR A LA OETENCION. Si el acusado estuvo detenido nueve dlas 

y en contacto con la polic!a sin que se pusiera a disposición de su juez natural, 

e Independientemente de la violación constitucional que el lo impl lea y la cual no 

corresponde estudiar en el amparo desde esa perspectiva, sin embargo, tal circun~ 

tanela Indudablemente para declarar con plena l lbertad y que necesariamente le -­

resta validez a la confesión que rindió ante el ministerio público encargado del 
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despacho de la ¡:olicía judicial; se no hay alguna otra prueba que robustezca dicha_ 

confesión, debe decirse gue ésta, dadas las condiciones dentro de los cuales se_ 

rindió, no tiene el valor de convicción suficiente para ccxnprobar, por sí sola, la_ 

responsabilidad del acusado en el delito wa.terial de la condena". 

De acuerdo a las tesis antes citadas la confesión provocada o coaccionada, tenía_ 

que ser ccmprobada con otros elementos para tener valor. Sin embargo conforme a la 

última reforma del artículo 134 del Código federal de procedimientos penales, la 

incanunicación invalida en forma absoluta la confesión • 

4. Valoración de la confesión 

El articulo 279 señala que la autoridad judicial calificará 1 valor de la confesión, 

tonando en cuenta los requisitos previstos en el artículo 287 y razonando su deter-

minación, según lo dispuesto en el artículo 290. 

En cuanto a los reguisi tos de la confesión, el artículo 287 establece lo siguiente: 

la confesión deberá ser ante el Ministerio Público y ante el Juez de la causa con _ 

los requisitos de siguientes: 

I. Que sea hecha por persona no menor de dieciocho 

años, con pleno conocimiento y sin coacción ni_ 

violencia; 

II.Que sea hecha ante el Ministerio Público o el_ 

Tribunal de la causa y en presencia del defensor 

o persona de su confianza y que el inculpado _ 

esté debidamente enterado del procedimiento y _ 

del proceso; 



JI!. Que sea de hecho propio, 

ESTA 
SALIR 

IV. Que no existan datos que, a juicio 

del tribunal, la hagan inveros1inil. 

TESIS 
DE U 

NO DEBE 
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Lo anterior quiere decir que la confesión debe ser hecha con pleno conocimiento -

y ~sto significa que el confesante tenga conciencia de lo que dice, si ésta es -­

hecha por persona incapacitada no se le tendrA por confesa. 

Sin coacción nt violencia deberé. declarar libremente el sujeto, ya que la incomu- · 

nicación se considera por la fracción I I del articulo 20 constitucional como un -

medio que tiende a que el reo declare en su contra, y por tanto, debe probarse -­

que coaccionó su Anima. 

La confesión hecha ante las autoridades administrativas, deberé. ser ratificada an 

te autoridades facultadas para recibirlas y asf valorar en el momento oportuno la 

confesión. 

Cuando se dice que la confesión debe ser de hecho propio es obvio ya que no pue­

de haber confesión de un hecho ajeno. 

Por último, cuando hablamos de inveros!mil se entiende aquéllo que es dificil de 

creer o que sea verdadero; es suficiente con que los hechos relatados por el con­

fesante sean verdaderos. 

La valoración de la confesión esta' sujeta a dos requisitos de forma y fondo. Los 

de forma son los propios del testimonio, ha de recibirse por el ministerio públi-
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co, en las diligencias que se practican en la averiguación previa, por el juez d_!! 

rante la instrucción o en la audiencia de juicio. 

La confesión no hace prueba plena en todos los delitos, sólo con respecto a lo 

dispuesto en el articulo 177 del Código Federal de Procedimientos Penales para la 

comprobación del cuerpo de los delitos de contra la salud, peculado, abuso de 

confianza y fraude. En los demtls casos ser& un indicio, por eso es que si existe 

únicamente la confesión, ésta carece de valor. 

Durante el trayecto de la historia y para el conceso general, la confesión ha si­

do siempre, en materia penal, una prueba convincente y satisfactoria evidentemen­

te tomando en consideración la actuación de buena fe por parte de los individuos; 

sin embargo, es obvia que dada la complejidad de la sociedad actual dicha proban­

za ha perdido y debe perder su primacia en atención a sus innumerables errores e 

injusticias en Que se incurre en su desahogo, por lo que se a visto la necesidad 

de que su eficacia disminuya quedando en manos del órgano jurisdiccional su libre 

apreciación. 

5. La inoperancia de la confesión presentada ante el órgano de la acusación 

El reconocimiento de hechos propios probablemente constitutivos de delito, es una 

de las pruebas que en materia penal m~s dificultades origina en su recepción y V-ª. 

loración. La naturaleza humana da lugar en los individuos a que invariablemente y 

con sus excepciones, nieguen las conductas que puedan provocar en su contra una -

averiguación previa, un proceso y en su caso una sentencia condenatoria. De ahl -

que, para obtener la prueba de confesión algunas autoridades se han validado de -

mHodos anticonstitucionales. 
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- Por lo general, el primer contacto de una persona presuntamente responsable de un 

delito, se establece con los agentes de pal icta, quienes para recabar la prueba 

confesional ejercían presiones flsiCas y morales en el detenido. Esas primeras de 

claraciones adquieren un valor probatorio importante posteriormente dentro del 

proceso penal. 

La primera sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido que 

conforme al principio de inmediatez procesal, las primeras declaraciones debfan -

o deben tener un valor preponderante sobre las posteriores por estar más cercanas 

a los hechos que las originan y haber sido rendidas sin tiempo de reflexionar en 

actitudes defensivas, como puede verse en la tesis número 70, que puede consulta!. 

se en la pagina 157, primera parte de la compilación a los años 1917a1985 que d_!_ 

ce: "CONFESION. PRIMERAS DECLARACIONES DEL REO. De acuerdo con el principio proc~ 

sal de inmediación procesal y salvo la legal procedencia de la retractación conf~ 

sional, las primeras declaraciones del acusado, producidas sin tiempo suficiente 

de aleccionamiento o reflexiones defensivas, deben prevalecer sobre las posterio-

res 11
• 

En ese orden de ideas, como las instituciones pal iciacas con sus excepciones, - -

practican la coacción fisica y moral para obtener confesiones y con detenciones -

prolongadas originan que, en algunos casos, gente inocente confesara hechos de -­

los que ninguna responsabilidad tenla; asl, los agentes de policta integraban ac­

tos de averiguación previa recabando declaraciones que ya ante el ministerio pú-­

bl ice los declarantes ratificaban. 

Posteriormente ante los jueces al rendir declaración preparatoria el indiciado se 

retractaba de sus iniciales confesiones y alegaba golpes, lesiones y todo tipo de 
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presiones ftsicas por parte de sus captores¡ no obstante, su solo dicho frente al 

juzgador es y ha sido desestimado por éste, ya que si no se acredita la coacción 

la retractación infundada no sirve. 

Al respecto 1 a Suprema Corte ha dicho: "CONFES!ON COACCIONADA, PRUEBA DE LA. - -

Cuando el confesante no aporta ninguna prueba para justificar su aserto de que -­

fue objeto de violencias por parte de alguno de los órganos del Estado, su decla­

ración es insuficiente para hacer perder su confesión inicial el requisito de es­

pontaneidad necesaria a su validez legal 11
• 

"CDNFESION, RETRACTACION DE LA. Para que la retractación de la confesión ante--­

rior del inculpado tenga eficacia legal, precisa estar fundada en datos y pruebas 

aptas y bastantes para justificarla jur[dicamente 11
• 

(Tesis números 71 y 72, consultables en las p~ginas 160 y 164 del tomo antes cit2_ 

do) 

Por lo anterior y como la coacción no se realiza a la vista de testigos, resulta 

muy dif1cil demostrarla porque aun con un certificado médico de lesiones se debe 

acreditar que éstas fueron provocadas precisamente por los pal icfas y al momento 

de estar declarando ante esos captores. 

Pero, por otra parte, si se demuestra esa violencia poi iciaca pero existen sufi-­

cientes datos m~s para acreditar el cuerpo del delito y la responsabilidad (pre-­

sunta o plena) aún as! esa coacci6n no significarla la libertad o absolución del 

Individuo, al respecto existe la siguiente tesis: "CONFESION COACCIONADA CORRDBO-
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. RADA POR OTROS DATOS, VALOR DE LA. Si una confesión es obtenida mediante el empleo 

de la violencia ffsica, pero la misma se encuentra corroborada con otros que la h! 

gan veroslmi 11 no por el lo deberá ponerse en libertad a quien confesó su interven­

ción en determinado delito, pues en tal es casos queda a sal va desde luego el dere­

cho del sujeto para denunciar ante la autoridad competente la conducta institucio­

nal de los agentes de Ja autoridad que Jo hayan golpeado". Tesis visible en la p~­

gina 206, del tomo relativo a "PRECEDENTES QUE NO HAN INTEGRADO JURJSPRUDENClA. --

1g69-1985" PRIMERA SALA. 

Asimismo, cabe destacar que inclusive en la prktica y de acuerdo a los criterios 

judiciales las confesiones ante autoridades competentes para recabarlas, como po-­

drta citarse en actas administrativas ante organismos descentralizados o Secreta-­

rtas de Estado, por ejemplo¡ cobraban validez con sólo ser ratificadas ante el mi­

nisterio público, órgano éstes! facultado para recibirlas. Al respecto resulta -­

ilustrativa la tesis que puede consultarse en Ja pégina 200, del tomo de preceden­

tes antes citado, que dice: 

"CONFESlON ANTE AUTDRlDAD INCOMPETENTE. VALlDEZ DE LA. No tiene importancia Ja as~ 

veración en el sentido de Que las ratificaciones de actos nulos no pueden producir 

efectos legales. pues tal tesis puede operar dentro del ambito del derecho civil 1 

mas no en el penal, que es realista y en donde la búsqueda de la verdad tiene fun­

damentos diversos, por lo que si se declara ante una autoridad carente de derecho 

para recibir declaraciones, es incuestionable que la misma carece de validez, pero 

si tal declaración es ratificada ante autoridad competente, tiene eficacia juridi­

ca, sin que esto implique que a la diligencia hecha ante la incompetente se Je de 

vida jurfdica, pues sigue siendo tan ineficaz como antes, pero el reconocimiento -

de los hechos que contiene, ante la autoridad capacitada para tomar declaraciones, 
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hace que los mismos sean jurtdicamente eficaces, surgiendo as! la jurisprudencia 

número 73 de la última compl !ación, que dice "La confesión recibida por un orga-­

nismo no facultado por la ley para practicar diligencias de averiguación penal 

previa, se convalida y adquiere el valor jurldico de prueba confesional, si el i,!! 

culpado la ratifica libremente ante los funcionarios del ministerio público enea_!:. 

gados constitucionalmente de la investigación y persecución de los delitos 11
• 

Debe mencionarse que. aun cuando la Primera Sala de la Corte, en la tesis antes -

transcrita, pretende justificar el reconocimiento probatorio que se hace de la -­

confesión ante autoridad incompetente, estableciendo que no es que se le reconoz­

ca eficacia, de todos modos prácticamente se le esta dando valor probatorio al 

ser ratificada ante la institución si facultada para el lo. 

Expuesto todo lo anterior, resulta evidente que hasta antes de las últimas refor­

mas al C6digo Federal de Procedimientos Penales, en materia de prueba confesional 

las primeras declaraciones eran obtenidas ante la policfa judicial o incluso ante 

otros organismos, quienes en innumerables casos haclan uso de la coacción dando -

lugar a dudar de la veracidad de toda confesión desahogada ante ellos, la cual -­

por regla general era ratificada ante el ministerio público, con la agravante de 

que ante esta última autoridad invariablemente se hace ante la presencia de los -

propios agentes aprehensores, lo que establece un el ima de intimidación en el CD.!:! 

fesante que constriñe su ánimo y le obliga a formular depociones falsas para evi­

tar males en su contra. 

Por ello se debe estimar que la confesi6n rendida ante el ministerio público es -

inoperante pues no puede constituirse como una prueba expresada en forma 1 ibre y 

espontanea;nl aún con las últimas reformas legales al Código procesal penal, como 
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se anal izará a continuación: 

6. An6lis!s a las refonnas del Código Federal de Procedimientos Penales publica-­

das en el Diario Oficial tle la Federación al 9 de enero de 1991. 

Las últimas reformas efectuadas al código federal de procedimientos buscan solu-­

cionar la problemti.tica de la prueba confesional y le dan otro enfoque a su recep­

ción y valoración. 

Los articulas que en relación con esa prueba se reformaron son el 134, 174, 177. 

207 y 287. Los cuales para una mejor comprensión se transcribir~n comparativamen­

te conforme a su texto anterior y al reformado. 

Texto anterior: 

CAPITULO IJ 1 

Consignación ante los tribunales 

Art. 134. Tan luego como aparezca de la averigua­

ción previa que se ha comprobado el cuerpo del -­

delito y la probable responsabilidad del Indicia­

do, en los términos de la primera parte del arti­

culo 168, el Ministerio Público ejercitar.\ la - -

acción penal ante los tribunales. Para el libra-­

miento de orden de aprehensión, éstos se ajusta-­

r.ln a lo previsto en el articulo 16 constitucio-­

nal y en el 195 del presente Código. 



Se entenderá que el inculpado queda a dispo-­

sición del juzgador, para los efectos consti­

tucionales y legales correspondientes, desde 

el momento en que el Ministerio Público lo -­

ponga a disposición de aquel en la prisión -­

preventiva o en el centro de salud en el que 

se encuentre. El Ministerio Público dejará -

constancia de que el detenido quedó a dispo-­

siclón de la autoridad judicial y entregará -

copia de aquélla al encargado del reclusorio 

o del centro de salud, quien asentará d[a y 

hora del recibo. 

En el pi lego de consignación, el Ministerio 

Público har~ expresa señalamiento de los da­

tos reunidos durante la averiguación previa 

que, a su juicio puedan ser considerados pa­

ra los efectos previstos en el articulo 20, 

fracción 1, de la Constitución, y en Jos pr~ 

ceptos de este Código referentes a la 1 iber­

tad provisional bajo caución, tanto por lo -

que toca a 1 a determinación de 1 tipo pena 1 , 

incluyendo su modalidades, como por lo que -

respecta a los elementos que deban tomarse -

en cuenta para fijar el monto de la garantla. 
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Reforma legal: 

Articulo 134.- •••••••••••••••••••••••••••••• 

En caso de que la detención de una persona -

exceda los términos señalados en los artrcu-­

Jos 16 y 107 fracción XVIII, de la Constitu-­

ción Poi !tica de los Estados Unidos Mexica--

nos, se presumirá que estuvo incomunicada, y 

las declaraciones que haya emitido el deteni­

do no tendrán validez. 

Redacción vigente: 

Art. 134.- Tan luego como aparezca de la ave­

riguación previa que se ha comprobado el cue_.!:. 

po del delito y la probable responsabilidad 

del indicado, en los términos de la primera -

parte del articulo 168. el Ministerio Público 

ejercitará la acción penal ante los tribuna-­

les. Para el 1 ibramiento de orden de aprehen­

sión, éstos se ajustarán a lo previsto en el 

articulo 16 constitucional y en 11 195 del 

presente Código. 

Se entenderA que el inculpado queda a dispos_l 
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ción del juzgador, para los efectos cons-­

titucionales y legales correspondientes, -

desde el momento en que el Ministerio Pú-­

bl ico lo ponga a disposición de aquél en -

la prisión preventiva o en el centro de -­

salud en el que se encuentre. El Ministe-­

rio Público dejará constancia de que el d~ 

tenido quedó a disposición de la autoridad 

judicial y entregará copia de aquélla al -

encargado del reclusorio o del centro de -

salud, quien asentara. dta y hora dle reci­

bo. 

En caso de que 1 a detención de una persona 

exceda los términos señalados en los artt­

culos 16 y 107 fracción XVJ!l, de ia Cons­

titución Pol!tica de los Estados Unidos M~ 

xicanos, se presumiré. Que estuvo incomuni­

cada, las declaraciones que haya emitido -

el detenido no tendrán validez. 

En el pi iego de consignación el Ministerio 

Públ leo hará expreso señalñmiento de los -

datos a su juicio, puedan ser considerados 

para los efectos previstos en el articulo 

20, fracción I, de la Constitución, y en -

los preceptos de este Código referentes a 
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la l !bertad provisional bajo caución, tanto 

por lo que toca a la determinación del tipo 

penal, incluyendo sus modalidades. como por 

lo que respecta a los elementos que deban -

tomarse en cuenta para fijar el monto de la 

garantla. 
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No obstante que la Constitución Federal en su articulo 20 1 fracción 11, establece 

lo prohibición de incomunicar a los detenidos; el pArrafo reformado reitera a ni­

vel de legal !dad dicha prohibición al equiparar la detención prolongada con la i!:J. 

comunicación sopena de invalidar la confesión en ese lapso obtenida. 

Texto anterior: 

Art. 174.- En los casos de robo, el cuerpo 

del del !to podra comprobarse por alguno de 

los medios siguientes, siempre que no haya 

sido posible hacerlo en los términos del ar 

t!culo 168: 

l. Cuando el inculpado confiese el robo que 

se le imputa, aun cuando se ignore quien -­

sea el dueño de la cosa objeto del del ita, y 

11. Cuando haya prueba de que el inculpado ha 

tenido en su poder alguna cosa que, por sus 

circunstancias personales, no sea verosimil 

que haya podido adquirir leg!timamente - -­

si no justifica la procedencia de aquélla y 



Refonna legal: 

si hay. ademAs, Quien le impute el robo. 

Art. 174.- En los casos de robo, el 

cuerpo del delito podrá comprobarse, 

simpre que no haya sido posible hacerlo 

en los términos del artrculo 168, cuando 

hay prueba de que el inculpado ha tenido 

en su poder alguna casa que, por sus --­

circunstancias personales, no sea veros_!_ 

mil que haya podido adquirir leg!timame~ 

te, si no justifica la procedencia de -­

aqué 11 a , y si hay, ademA s, qui en 1 e imp!!_ 

te el robo 
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El articulo 174, como se advierte de las anteriores transcripciones fue modifica­

do para eliminiar el contenido de la fracción 11 111
1 en cuanto permitía acreditar -

la corporeidad del il!clto de robo mediante la confesión, cuando no era posible -

hacerlo en términos del precepto 168 del ordenamiento juridico que se examina. 

Texto anterior: 

Art. 177.- El cuerpo de los del itoo co~ 

tra la salud, peculado, abuso de confia_!! 

za y fraude, si no hubiere sido posible 

comprobarlo en los términos del articulo 



Refonna legal: 

160, podra tenerse por comprobado en 1 a -­

forma que establece la fracción J del art.!. 

culo 174, siempre y cuando Ja confesión -­

del procesado esté adminiculada con eleme!!. 

tos que a juicio del tribunal la hagan ve­

res!mi l, pero para el de peculado es nece­

sario, ademas, que se demuestren, por cua! 

quier otro medio de prueba, los requisitos 

que acerca del sujeto activo prevenga la -

leypenai. 

Art. 177.- El cuerpo de los delitos con-­

tra 1 a sa 1 ud, pee u 1 ado, abuso de confianza 

y fraude, si no hubiere sido posible com­

probarlo, en los términos del articulo 168 

podra. tenerse por comprobado con 1 a confe­

sión del procesado, siempre y cuando esté 

adminiculada con elementos que a juicio -

del tribunal la hagan veros!mil, pero pa­

ra el de peculado es necesario, ademas -­

que se demuestre, por cualquier otro me-­

dio de pureba, los requisitos que acerca 

del sujeto activo prevengan la ley penal. 
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Como consecuencia de la reforma realizada al articulo 174, se modifica también --
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.el contenido del numeral 177. para excluir la fracción 11 ! 11 del primero de esos -­

preceptos, en lo que corresponde al segundo a fin de adecuar y armonizar sus tex­

tos. 

Texto anterior: 

Reforma legal: 

CAPITULO 11 

Confesión 

Art. 207.- La confesión podré recibirse por el 

funcionario de poi ic!a judicial que practique 

la averiguación previa o por el tribunal que -

conozca del asunto, y se admitir~ en cualquier 

estado del procedimiento, hasta antes de pro-­

nunciar sentencia irrevocable. 

Para el desahogo de este medio son apl !cables 

las regias que señalan los art!culos 155 y --

156 • 

·Art. 207.- La confesión es la declaración vo­

l untar 1 a hecha por persona no menor de di ec i o­

cho años, en pleno uso de sus facultades ment2_ 

les, rendida ante el Ministerio Públ ice, el --



juez o tribunal de la causa. sobre hechos -

propios constitutivos del tipo :le! ictivo 11i 

teria de la imputación, emitida con las fo!:_ 

malidades señaladas por el artfculo 20 de -

la Constitución Polftica de los Estados -­

Unidos Mexicanos: se admitir~ en cualquier 

estado del procedimiento, hasta antes de --

citar sentencia irrevocable . 
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En la reforma de este artfculo se en11arca un concepto legal de la confesión y re­

mite a la observancia de las garantias que con respecto a tal prueba establece el 

artrculo 20 de la Carta Magna. Ajemás es clara la inteoción del legislador al --­

quitar su redacción las palabras de 11 policta judicial 11 que antes comprendla nos-º. 

lo a los funcionarios del ministerio públ ice sino a los propios agentes poi icia--

ces. 

Texto anterior: 

Art. 287.- La confesión deberá reunir los 

requisitos siguientes: 

I .. - Que sea he::: ha por persona mayor de die­

ciocho años, con pleno conocimiento y sin -

coacción ni violencia; 

!l.- Que sea hecha ante el funcionario de -

poi ic!a judicial que practique la averigua­

ción previa o ante el tribunal que conozca 



Reforma 1ega1 : 

del asunto; 

lll.- Que sea de hecho propio, 

IV.- Que no exístan datos que, a juicio 

del tribunal, la hagan inveros!mil • 

Art. 287.- La confesión ante el Minis­

terio Públ ice y ante el juez deber~ re~ 

nir los siguientes requisitos: 

1.- Que sea hecha por persona no menor -

de dieciocho años, en su contra, con pl~ 

no conocimiento, y sin coacción, ni vio­

lencia f!slca o ~oral; 

II.- Que sea hecha ante el Ministerio 

Públ ice o el tribunal de la causa y en -

presencia del defensor o persona de su -

eo'nfianza, y que el Inculpado esté debi­

damente enterado del procedimiento y del 

proceso; 

111.- ..•....•....••.•..•..•..•••........ 

IV.- QJe no existan datos que, a juicio 

del juez o tribunal, lo hagan inveros!-­

ml l. 

No podri§ consignarse a ninguna persona si 

94 



existe co:no única prueba !a confesión. La -

Policfa Judicial podré rendir informes pero 

no obtener confesiones; si lo hace éstas e~ 

recer~n de tod'.J valor probatorio • 
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Por lo que ve a este precepto la reforma también elimina las palabras ºfunciona-· 

ria de polic1a judicial 11 para imponer el deshaogo de la confesión únicamente -­

ante el Ministerio Públ ice o el tribunal de la causa. excluyendo por consecuencia 

a la poi lela judicial del ~mbito de recepción de tal prueba, e inclusive con el lo 

a cualquier otra autoridad. Ademés prohibe al Ministerio Público consignar a una 

persona si sólo tiene como prueba en su contra su propia confesión. 

En la exposición de motivos relacionados con la anterior reforma se establece: 

Confesión del inculpado y co11probac!ón del cuerpo del delito. Por primera vez -­

en nuestros orJenamientos procesales vigentes se lograré definir con precisi6n en 

que consiste la confesi6n del inculpado y qué caracteristicas debe reunir para 

ser tenida como tal. 

La Iniciativa recoge en los articules 207 del Código federal de procedimientos -­

penales y 136 d:l lo·: al, los elementos que a luz de la doctrina se considera nec~ 

sario exista en la confesión pard tenga valor legal¡ que sea una declaraci6n vo-­

luntaria, hecha por persona mayor de diecio:ho años, capaz de querer y de enten-­

der, rendida únicamente ante el Ministerio Público o el juez o el tribunal de la 

causa, sobre hechos propios que estén directamente previstos en el tipo delictivo 

y emitida con todas las formalidades señaladas por el articulo 20 je la Constitu­

ción Pollt!ca. 
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Esta sera definitivamente no sólo un muy importante avance en materia jurtdica, -

sino también un pilar fundamental para la protección y preservación de los dere-­

chos humanos. 

Li\s adecuaciones a los arttculos 174 del ordenamiento federal y 115 del local 1 -­

tienen co:no propósito precisar, entratándose del delito de robo, que para el cu~r 

por del del ita se pueda co:nprobar por la simple confesión del inculpado, se debe­

rAn reunir necesariamente los requisitos previstos por los articulas 287 y 249, -

respectivamente, esto es, que la confesión se realice ante el Ministerio Público 

o ante el juez y en presencia del defensor del acusadJ, que sea hech3. por perso­

na mayor de dieciocho años, en su contra, con pleno conocimien':o, y sin coacción 

ni vio lene ia ffsica o moral y que no existan datos que a j Jicio del tribunal la -

hagan inveros tmi l. 

De esta manera, se da un tratamiento semejante en ambos ordenamientos legales a -

efecto de impedir que la confesión del inculpado se convierta e11 un medio único -

para determina:" su responsabilidad penal y se elimin1 la posibilidad de que :::licha 

confesión pueda ser rendida ante la polic!a judicial. 

Para remarcar lo anterior y co110 una me:::lida trascedental en nuestro derecho posi­

tivo se le quita a la confesión de :nanera definitiva el carl.lcter de ser consider~ 

da 11 reina de las pruebas 11
, ya que el texto de ambos códigos en forma clara señal,! 

ra que no podra consignarse a ninguna persona si existe como única prueba la ca_!! 

fesi6n. 

Ei;;te gran paso en la técnica jurtd~co procesal, permite afirmar que se habrAn ab~ 

l ido los resabios inquisitoriales en nuestro derecho, lo que situar.§. al derecho -
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;11exicano nuevamente a la vanguardia en la protección de los d?rechos individua---

les. 

Para perfeccionar lo anterior se precisa que la pal teta judicial podrti reunir in­

form~s p=ro no podrti obtener confesiones y que si asr ocurriere. éstas carecer~n 

:!e todo valor probatorio • 

Sin embargo, en relación con la prueba co:ifesional existe un prcepto :¡ue debió -­

ser modificado para hacerlo co:igruente con las demAs reformas legales que de esta 

probanza se efectuaron. 

Dicho articulo es :?l 279, que su texto vigente dice: 

Articulo 279.- Li! autoridad judicial calificaré el valor de la confesión, toman­
do en cuenta los requisitos previstos en el arttculo 287, y razonando su determi­
nación, según lo dispuesto en ei articulo 290. 

La confesión hara prueba plena para la comprobación del cuerpo del del ita e:i los 
casos de los art!culos 174, fracción i, y 177 • 

Del texto que se deja transcrito, es fAcil advertir el error del legislador al -­

omitir las adecuaciones corresp:mdientes a dicho num2ral, porque el articulo 174 

no tiene actualmente fracciones y a;1e:nAs ya no dispone nada acerca de la confe--­

sión. 

Por ~lle esta tesis prop:i:ie hacer la reforma respactiva para que el articulo 279. 

quede como sigue: 

1ta autoridad judicial calificar~ el valor je la confesión tomando en cuenta 1°1s 
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- requisitos previstos en el artfculo 287 y razonando su determinación, según los -

dispuesto en el artrculo 290". 

"La confesión harc!i prueba plena para la comprobación del cuerpo del del ita en los 

casos del articulo 177". 

Como puede advertí rse de lo antes expuesto, la intención de 1 a 1 ey es delimitar -

muy bier. que la confesi61 no es m~s que una prueba indiciaría que para tener va-­

lar probatorio debe estar apoyada necesariamente en otros ele:nentos probatorios; 

que la policfa judicial por ningún concepto pueda obtener co:ifesión y que si las 

rt?caba éstas ser&n nulas como nulas ser&n aquéllas que deriven de detenci5n pro-­

Jangada por rebasar los términos constitucionales establecidos para tal efecto. -

Ademi!is, se introduce dentro de la averiguación previa la presencia de un defensor 

durante la declaración de un detenido. Tales disposiciones tratan de evitar lds -

practicas cotidianas de detener prolongada'Tiente a las personas y de que sean coa~ 

clonadas por parte de los age;ites policiacos y que éstos reciban confesiones. 

Sin embargo, dichas reformas pueden presentar en la pr~ctica inconvenientes. En -

efecto, sí una persona es detenida durante varios dfas bastarfa que se pusiera c~ 

mo fecha de inicio de la avergiguación previa una fecha posterior para aparentar 

que se estA dentro del término de veinticuatro horas que establece el artrculo --

1' 107, fracc i6n XVI 11, de 1 a Constitución G•nera 1 de 1 a República, para cons ig-­

nar a una persona, y mientras no se ::lemostrara lo contrario tales constancias - -

subsisttrian legalmente. 

Por otra parte, la presencia de un defensor durante la declaración que rinda un -

inculpado en averiguació;i previa y ante el Ministerio Público, puede presentar s~ 
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rios problemas para su cumplimentación; como es el hecho de que dentro de las --­

veinticuatro horas citadas, puede el representante social obtener la presencia de 

ese defensor tomando en consideración que a veces actúa hasta altas horas de la -

noche; y irealmente sera nombrado por el detenido? o bastara con que el agente 

del ministerio pObl ice le nombra a la persona que él quiera, incluso porque no a 

un empleado de oficina y ast violar el dispositivo legal y seguir con prActicas -

viciadas en el desahogo de la confesión. Pues, por otro lado, si bien la policia 

judicial ya no puede obtener confesiones si puede estar presente cuando se rinda 

ante el Ministerio Público, lo que en s! podr!a constituir un tipo de coacción y 

ante la presencia de un defensor que nadie puede asegurar será nombrado realmente 

por el inculpado. 

Mas aún, que es frecuente la violación de garantías individuales en la integra--­

ción de averiguaciones previas con detenidos; luego entonces, como pensar de - -

estas reformas legales van a tener una correcta apl icaci6n en la realidad y no s~ 

ran objeto de transgresiones por parte de quienes las tienen que llevar a cabo. -

La respuesta es incierta. Ser~ acaso una posible solución para su cumplimiento la 

creación de una institución de defensores de oficio que dependa de la Comisión N~ 

cional de Derechos Humanos, quienes en su caso deber~ estar adscritos a cada una 

de las agencias del Ministerio Públ ice que existen en el pafs, para dar credibi IJ.. 

dad y justa aplicación a esas reformas. Tal medida en m1 concepto no es suficien­

te sino que Ja solución es otra como se plantedri1 en el siguiente tema. 

7. Trascendencias de la confesión y la importancia de que sea presentada ante el 

órgano de 1 a jurisdicción 

En el sistema jur!dlco de nuestra Nación, a nivel federal que es el ~mblto en el 



--que se desarrolla esta tesis, la prueba confesional ha sido en el pasado una pru~ 

ba determinante para demostrar la culpabilidad de los acusados; tanto que en una 

época se le denominó la reina de las pruebas. Sin embargo, el abuso en su recep-­

ción por parte de las autoridades policiacas y de los agentes del Ministerio Pú­

bl leo provocó que fuera perdiendo ese valor probatorio del que en tiempos preté-­

ritos gozó, para reducirse finalmente a un indicio más que sin ningún otro ele-­

mento resulta de nula fuerza probatoria. 

En términos generales, como se ha establecido, la prueba de confesión se constit~ 

ye por el reconocimiento que hace el inculpado de su propia responsabilidad, por 

ello no todo lo que declara es confesional, sino tan ~Ólo los hechos propios que 

estén en su contra. En otras pa 1 abras, 1 a admisión de su conducta del ictuosa, en 

forma voluntaria, y que debe guardar una serle de requisitos legales y constitu-­

cionales para que sea válida. 

Las reformas leg.;iles al Códicio federal de procedimientos penales pub! icadas en el 

Diario Oi'icial Ge la í2dei·ació:i, el nueve de enero de mil novecientos noventa y -

uno, con toda su grandeza jurfdica y revolucionarios alcances, van a seguir sien­

do objeto de frecuente violaciones y la única solución aunque jr~stica sr real y 

concreta es que la confesi6n sea una prueba excluida de la averiguación pre'lia. 

Lo anterior, obedece a que no obstante que la confesión sólo constituye en la ac­

tualidad 1ma prueba de valor indiciario, no deja por el lo de perder su trascenden 

cia en el campo p1~ubatorio del derecho penal; porque constituye el co:iocimiento 

directo del hecho punible a través del relato del sujeto activo del delito; lo -­

que permite al juzgador acercarse al entendimiento de la verdad histórica del - -

evento relacionando la versión del inculpado con otros elem:mtos :1= prueba que la 
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hagan factible. 

Por tanto, el confesante debe estar 1 ibre de toda presión y el lo sólo se puede -­

logar completamente ante una autoridad que lejos de actuar parcialmente configure 

el equilibrio de la relación procesal; es decir que no esté influida en su ~nimo 

por el deseo unilateral de castigar a un individuo ni. contrariamente, de la in-­

tención de li.'J2rar a todo empeño al inculpado, con independencia de su culpabili­

dad o no. 

Lo anterior, nos lleva a la conclusión de que la única autoridad idónea para ello 

lo es el órgano jurisdiccional, el cual por su propia naturaleza constitucional -

es una institución imparcial a quien sólo le interesa llegar al descubrimiento de 

la verdad, respetando al máximo las garantras individuales que todo ser humano -­

ti ene derecho. 

Al respecto es conveniente meditar si vale Ja pena sostener la prueba de confe--­

sión dentro de Ja averiguación previa y que persista en el ~nimo no sólo de los -

jueces sino de la saciedad en general. la duda de cuantos inocentes compurgan pe­

nas de prisión con motivo de confesiones y testimonios viciados por la aplicación 

de métodos no constitucionales en esa fase de averiguación; y se habla no sólo de 

confesión sino también de testimt1nios, porque la declaración en cuanto al hecho -

propio es confesión y en cuanto al hecho ajeno es testimonio, y sobre ese partic.!::!. 

lar es pertinente señalar qu2, en cuantos casos con las declaraciones de dos o -­

tres sujetos en las que por una parte reconocen su propia conducta y por otro la­

do le atribuyen responsabilidad al coinculpado, es decir se hacen imputaciones -

mutuas, resulta suficiente para un juez para condenarles a sufrir una pena de prj_ 

sión. La respuesta es evidente; ante esa duda lo correcto es eliminar la confe---
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_sión de esa etapa y circunscribirla a la jurisdicción de la autoridad de la cau­

sa donde encontraria un espacio de libertad para su desahog1>, espont~neo y sin 

presiones de ninguna especie, con lo cual se evitarla la violación sistemHica -

de garantias individuales con respecto a la prueba en análisis. 

Lo anterior implica reformar no únicamente el Código federal de procedimientos -

penales, sino también la propia Constitución de la República en los términos que 

a continuación propongo: 

En cuanto al primer ordenamiento citado, sus artrculos 207 y 287, quedarfan en -

lo conducente como sigue: 

·Art. 207.- La confesión es la declaración hecha -

por una persona no menor de dieciocho arlo, en ple­

no uso de sus facultades mentales rendida ante el 

juez o tribunal de la causa, sobre hechos propios 

constitutivos del tipo delictivo materia de la -­

imputación, emitida con las formalidades señala-­

das por el articulo 20 de la Constitución Pol!ti­

ca de los Estados Unidos Mexicanos: se admitirá -

en cualquier estado del procedimiento hasta antes 

de dictar sentencia irrevocable • 

Art. 287.- La confesión ante el juez deberá reu­

nir los siguientes requisitos: 

l.·············································· 



II.- Que sea hecha ante el tribunal de la -­

causa y en presencia del defensor o persona 

de su confianza. y que el inculpado esté de­

bidamente enterado del procedimiento y del -

proceso; 
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Por lo que corresponde a la Constitución Federal, la reforma se real izarla en -­

en cuanto al articulo 20, fracción 11, que en la actualidad dispone: 

Texto vigente: 

11. No podrti ser compelido a declarar en su 

contra, por lo cual queda rigurosamente prollJ. 

bido toda incomunicación o cualquier otro me­

dio que tienda a aquel objeto; 

Para quedar en los siguientes términos: 

II.- No podr~ ser compelido a declarar en su 

contra, por lo cual queda rigurosamente -

prohibido toda incomunicación o cualquier 

otro medio que tienda a aquel objeto. La - -

prueba confesional sólo podrti ser rendida an 

te la autoridad jurisdiccional • 

El hecho de reformar la Consti tuc i6n para agregar la 1 imitación de esta prueba -



104 

al ~rea jurisdiccional, encuentra su justificación en que al elevar tal disposi--­

ción al rango de garantra individual, fortalece su cumpl imlento y le da solidez j!!_ 

rfdica frente a los vaivenes de reformas legales que frecuenta el legislador ordi­

nario. 

En s!ntesls la propuesta de esta modesta tesis es que la prueba confesional deje -

el campo de la averiguación previa y se 1 imite su desahogo exclusivamente ante el 

órgano jurisdiccional. 
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CONCLUSIONES 

La prueba confesional es el reconocimiento voluntario de un hecho propio que la -

ley describe como del ita, y que para su validez debe guardar una serie de requis..!. 

tos legales y constitucionales. 

A través de la historia la confesión pasó de ser considerada la reina de las pru~ 

bas, en la mayorla de los casos a un mero indicio probatorio que requiere ser co­

rroborado por otros datos. 

Las reformas legales publicadas el nueve de enero de mil novecientos noventa y uno 

en el Diario Oficial de la Federación, en lo que corresponde a la prueba de confe­

sión pueden en la pra#ctica seguir siendo objeto de la ilegalidad en su recepción -

dados los vicios tan arraigados que existen en la averiguación previa. 

Oeber~ modificarse el articulo 279 del Código Federal de Procedimientos Penales -

para adecuarlo con las demAs reformas antes citadas. 

La única institución ante la cual puede garantizarse una confesión 1 ibre y esponta­

nea la constituye el órgano jurisdiccional. 

Como consecuencia de la anterior deberAn reformarse los artfculos 207 y 287 del -

Código Federal de Procedimientos Penales, y el art!culo 20, fracción I I de la --­

Constitución Federal. 
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